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4. OTRAS FORMAS DE AFECTACIÓN DE LA INTEGRIDAD PERSONAL 

La Corte IDH ha desarrollado ampliamente otros ámbitos, fuera de la tortura, donde ha encontrado una violación 
al derecho a la integridad personal. En estos casos ha clarificado los factores que inciden en que la afectación de este 
derecho sea más intensa en algunos casos que en otros frente a circunstancias similares. La Corte ha determinado, 
por ejemplo, que existe afectación del derecho a la integridad personal en casos de aislamiento e incomunicación, 
afectación a la integridad psíquica frente a amenazas reales e inminentes o frente a condiciones carcelarias que no 
cumplen con requisitos de higiene y salubridad, entre otras afectaciones.

4.1. Factores que determinan la afectación

Caso Loayza Tamayo vs. Perú. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. 

57. La infracción del derecho a la integridad física y psíquica de las personas es una clase de violación que tiene 
diversas connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según los factores endógenos 
y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación concreta.  La Corte Europea de Derechos Humanos 
ha manifestado que, aún en la ausencia de lesiones, los sufrimientos en el plano físico y moral, acompañados de 
turbaciones psíquicas durante los interrogatorios, pueden ser considerados como tratos inhumanos. El carácter 
degradante se expresa en un sentimiento de miedo, ansia e inferioridad con el fin de humillar, degradar y de 
romper la resistencia física y moral de la víctima (cf. Case of Ireland v. the United Kingdom, Judgment of 18 
January 1978, Series A no. 25. párr. 167).  Dicha situación es agravada por la vulnerabilidad de una persona 
ilegalmente detenida (cf. Case Ribitsch v. Austria, Judgment of 4 December 1995, Series A no. 336, párr. 36).  
Todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona detenida 
constituye un atentado a la dignidad humana […] en violación del artículo 5 de la Convención Americana.  
Las necesidades de la investigación y las dificultades innegables del combate al terrorismo no deben acarrear 
restricciones a la protección de la integridad física de la persona.

4.2. Afectaciones graves del derecho a la integridad personal

Caso Castillo Páez. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. 

66. La Corte da por probado con las declaraciones de los testigos presenciales, que el señor Castillo Páez, después 
de ser detenido por agentes de la Policía fue introducido en la maletera del vehículo oficial [...].  Lo anterior 
constituye una infracción al artículo 5 de la Convención que tutela la integridad personal, ya que, aún cuando 
no hubiesen existido otros maltratos físicos o de otra índole, esa acción por sí sola debe considerarse claramente 
contraria al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

Caso “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Sentencia de 19 de Noviembre de 199948.

162. Debe tenerse presente que los jóvenes fueron retenidos clandestinamente por sus captores entre 10 y 21 horas.  
Este lapso medió entre dos circunstancias de extrema violencia: la aprehensión forzada y la muerte por impactos 
de arma de fuego en estado de indefensión, que el Tribunal ya ha declarado probadas […].  Es razonable inferir, 
aunque no mediaran otras evidencias al respecto, que el trato que recibieron durante esas horas fue agresivo  
en extremo.

48 Los hechos del presente caso se contextualizan en una época caracterizada por un patrón común de acciones al margen de la ley, perpetradas por 
agentes de seguridad estatales, en contra de los “niños de la calle”. Esta práctica incluía amenazas, detenciones, tratos crueles, inhumanos y degradantes 
y homicidios como medio para contrarrestar la delincuencia y vagancia juvenil. 
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Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 200449.

150. En el presente caso ha quedado demostrado que se violó el derecho a la integridad personal de los 19 comerciantes, 
ya que es razonable inferir que el trato que recibieron las presuntas víctimas durante las horas anteriores a su 
muerte fue agresivo en extremo, máxime si se toma en consideración que los “paramilitares” consideraban que 
los comerciantes colaboraban con los grupos guerrilleros.  La brutalidad con que fueron tratados los cuerpos de 
los comerciantes después de su ejecución, permite inferir que el trato que les dieron mientras estaban con vida 
también fue extremadamente violento, de forma tal que pudieron temer y prever que serían privados de su vida 
de manera arbitraria y violenta, lo cual constituyó un trato cruel, inhumano y degradante.

248. Tal como lo ha señalado la Corte, el daño inmaterial infligido a las víctimas resulta evidente, pues es propio de 
la naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes, como los que se cometieron contra 
los 19 comerciantes (detención ilegal, tratos crueles, inhumanos y degradantes y muerte) experimenta dolores 
corporales y un profundo sufrimiento y angustia moral, por lo que este daño no requiere pruebas.

Caso Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 200650. 

256. En el presente caso, ha quedado demostrado que se vulneró la integridad personal de las 19 personas que 
perdieron la vida en las masacres de Ituango, ya que el trato que recibieron las horas anteriores a su muerte 
fue agresivo en extremo, máxime si se toma en consideración que los “paramilitares” consideraban que dichas 
personas colaboraban con los grupos guerrilleros, lo cual, dentro del contexto de violencia en la zona, se podía 
interpretar como una seria amenaza a la vida.  La forma en que fueron llevadas a cabo las masacres permite 
además inferir que las presuntas víctimas pudieron temer y prever que serían privadas de su vida de manera 
arbitraria y violenta, lo cual constituyó un trato cruel e inhumano.

257. Por lo anterior, este Tribunal considera que en el presente caso existen suficientes elementos de convicción para 
concluir que Colombia es responsable por la violación del derecho a la integridad personal en perjuicio de las 
19 personas que fueron ejecutadas en las masacres de La Granja y El Aro, las cuales están señaladas en el Anexo 
I de la presente Sentencia.

269. La Corte considera que las personas que fueron detenidas y obligadas a arrear ganado bajo amenaza de muerte 
–lo que ha sido analizado en el capítulo relativo a la violación de los artículos 6 y 7 de la Convención en la 
presente Sentencia […]– sufrieron temor y tratos degradantes.  Por lo anterior, el Estado ha violado el artículo 
5 de la Convención en perjuicio de dichas personas. Con base en lo anterior, la Corte considera que las víctimas 
de la violación del artículo 5 de la Convención, en relación con los artículos 6 y 7 de la misma, son las personas 
señaladas en el Anexo II de la presente Sentencia y que se han identificado como víctimas de la violación de 
dicho artículo.

278. En relación con el alegato sobre la presunta violación del artículo 5 de la Convención en perjuicio de la 
población general de El Aro y La Granja, esta Corte considera que, por la gravedad del sufrimiento causado por 
las masacres en dichos corregimientos y el temor generalizado que provocaron las incursiones paramilitares en 
este caso, lo cual se enmarca en un patrón de masacres semejantes, los pobladores de La Granja y El Aro que no 
fueron señalados en los párrafos anteriores son víctimas de la violación a la integridad psíquica. 

49 Los hechos del presente caso ocurrieron el 7 de octubre de 1987 cuando miembros de un grupo paramilitar que operaba en el Municipio de Puerto Boyacá 
detuvieron a 17 comerciantes, presuntamente por sus relaciones con grupos guerrilleros. Los comerciantes se dedicaban a actividades comerciales, tales 
como transporte de mercaderías o de personas, o compra y venta de mercancías en la frontera colombo-venezolana. Luego de su detención, fueron 
asesinados y descuartizados por lo que lanzaron sus cuerpos a un río. Dos semanas deespués de ocurridos los hechos, otros dos comerciantes fueron 
en búsqueda de los desaparecidos. Igualmente fueron detenidos y asesinados por el grupo paramilitar. Ante la desaparición de los 19 comerciantes, sus 
familiares interpusieron una serie de recursos legales a fin de localizarlos. No obstante, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionó a los 
responsables de los hechos.

50 Los hechos del presente caso se contextualiza en el municipio de Ituango, donde la incursión de grupos armados disidentes en la zona generó un 
incremento de la actividad de las estructuras denominadas paramilitares o de “autodefensa”, así como una mayor presencia del Ejército Nacional. El 11 
de junio de 1996, cerca de 22 miembros de un grupo paramilitar se dirigieron al corregimiento de La Granja, Ituango, donde asesinaron a un grupo de 
pobladores. A pesar de los recursos judiciales interpuestos, no se realizaron mayores investigaciones ni se sancionó a los responsables. 

 Asimismo, entre los días 22 de octubre y 12 de noviembre del año 1997 tuvo lugar otra incursión paramilitar en el corregimiento de El Aro. 30 hombres 
armados torturaron y asesinaron a otro grupo de pobladores. Adicionalmente el grupo paramilitar obligó y forzó, bajo amenaza de muerte, a algunos 
residentes del área a arrear ganado robado durante varios días. Durante la incursión, los paramilitares sustrajeron entre 800 y 1.200 cabezas de ganado. 
Finalmente, antes de retirarse de El Aro, los paramilitares destruyeron e incendiaron gran parte de las casas. Algunos autores de los delitos fueron 
investigados y sancionados, en ausencia, en el marco de un proceso penal.
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Caso de la Masacre de la Rochela vs. Colombia. Sentencia de 11 de mayo de 2007. 

134. En cuanto a los tratamientos que recibieron los quince integrantes de la Comisión Judicial, la Corte resalta que 
la masacre no se produjo inmediatamente después de su detención, sino que transcurrieron aproximadamente 
tres horas durante las cuales dichas personas fueron intencionalmente sometidas a sufrimientos intensos al 
ser: amenazadas, intimidadas y engañadas por un grupo de  paramilitares que les superaba numéricamente 
y en cuanto a la cantidad y alcance del armamento que portaban; obligadas a entregar las pocas armas que 
portaban; mantenidas encerradas y custodiadas durante horas y, en dichas circunstancias, interrogadas sobre 
las investigaciones judiciales que estaban realizando; atadas con las manos por atrás de la espalda; obligadas a 
subirse a los dos automóviles y llevadas sin saber su destino durante aproximadamente unos tres kilómetros[…]. 

135. Por otra parte, en cuanto a lo padecido por los tres sobrevivientes durante la masacre y después de ésta, la 
Corte hace notar que aquellos enfrentaron una situación adicional de intenso sufrimiento psicológico, así 
como lesiones físicas, al haber vivido el violento ataque con ráfagas de disparos y luego con “tiros de gracia”, 
presenciando el sufrimiento y la muerte de sus compañeros, sintiendo la posibilidad de morir también en esos 
minutos y hasta teniendo que aparentar estar muertos para lograr sobrevivir. Asimismo, después de la masacre, 
la víctima sobreviviente Arturo Salgado Garzón tuvo que enfrentar durante aproximadamente cinco horas 
un gran temor y angustia por encontrarse abandonado y pensar que en cualquier momento podrían volver 
los paramilitares y ejecutarlo, así como la falta de atención de las heridas causadas por impacto de bala y su 
imposibilidad de buscar ayuda, circunstancias que implicaron un sufrimiento psicológico y físico adicional al 
que ya había enfrentado durante las horas de detención y durante la masacre.

136. La Corte advierte que de los hechos del presente caso se desprende que ese conjunto de actos causó a los 
miembros de la Comisión Judicial sufrimientos de grave intensidad, dentro de la incertidumbre de lo que les 
podía suceder y el profundo temor de que podrían ser privados de su vida de manera arbitraria y violenta, como 
en efecto ocurrió con la mayoría de ellos. La Corte considera que tales actos implicaron una grave violación al 
derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana.

Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 10 de julio de 200751.

99. En relación a la controversia sobre la posible violación de la integridad personal de Saúl Cantoral Huamaní y 
Consuelo García Santa Cruz, la Corte estima que con independencia del debate probatorio sobre la existencia de 
lesiones físicas, ellos fueron interceptados y llevados contra su voluntad en horas de la noche y posteriormente 
ejecutados […], por lo que es razonable presumir que, en los momentos previos a la privación de la vida, 
sufrieron un temor profundo ante el peligro real e inminente de que el hecho culminaría con su propia muerte, 
tal como efectivamente ocurrió. Ello lleva al Tribunal a concluir que el Estado incumplió con su obligación de 
respetar la integridad personal de Saúl Cantoral Huamaní y Consuelo García Santa Cruz, lo cual constituye una 
violación del artículo 5 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana.

Caso Ríos y otros vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
enero de 200952. 

272. No obstante lo anterior, es claro para el Tribunal que las presuntas víctimas fueron objeto de amedrentamientos 
y obstaculizaciones, y en algunos casos de agresiones, amenazas y hostigamientos, en el ejercicio de su labor 
periodística en los hechos probados […]. Algunas de estas personas relataron en sus declaraciones que habían 

51 Los hechos del presente caso se desarrollan en el contexto del conflicto armado interno que se vivió en el Perú entre 1980 y 2000. Durante esta época se 
produjeron asesinatos y ejecuciones extrajudiciales contra dirigentes sindicales mineros por parte del Partido Comunista Peruano Sendero Luminoso, 
agentes estatales y otros agentes no identificados. 

 Saúl Isaac Cantoral Huamaní se desempeñaba como Secretario General de la Federación Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Siderúrgicos 
del Perú. Consuelo Trinidad García Santa Cruz fundó y laboraba en el Centro de Mujeres “Filomena Tomaira Pacsi, Servicios a la Mujer Minera”, 
asociación dedicada a la capacitación y asesoría a los comités de amas de casa en los campamentos mineros. Ambos fueron objetos de amenazas durante 
muchos años.

 El 13 de febrero de 1989 Saúl Cantoral Huamaní y Consuelo García Santa Cruz fueron secuestrados y posteriormente ejecutados el luego de haberse 
reunido con una persona que ayudaría a Saúl Cantoral Huamaní en la tramitación de un pasaporte para viajar a Zimbabwe a un encuentro sindical. El 
mismo día el servicio de patrullaje de la Policía Nacional encontró sus cadáveres en la playa del estacionamiento de un parque. 

 A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos judiciales, no se han realizado mayores investigaciones ni se ha formalizado denuncia penal contra 
los presuntos responsables de los hechos. 

52 Los hechos del presente caso se refieren a diferentes actos y omisiones, cometidos entre los años 2001 y 2004, por funcionarios públicos y particulares, que 
constituyeron restricciones a la labor de buscar, recibir y difundir información de 20 personas, todas ellas periodistas o trabajadores de la comunicación 
social que están o han estado vinculados a RCTV. En particular, dichas personas fueron sujetas a diversas amenazas, actos de hostigamiento y agresiones 
verbales y físicas, incluidos lesiones por disparos de armas de fuego
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sido afectadas en su vida profesional y personal de distintas formas. Algunas manifestaron el temor que 
implicaba para ellas realizar su labor periodística en las calles y declararon que en el ejercicio de su profesión 
era necesario usar chaleco antibalas y máscara antigases. También fue informado que el servicio médico interno 
del canal recibió un alto número de personas con posterioridad a abril de 2002 por estrés, hipertensión y 
trastornos digestivos. Incluso, algunas de las presuntas víctimas declararon tener temor de ir a determinadas 
zonas o cubrir ciertos eventos. Asimismo, algunas personas tuvieron que mudarse de municipio o estado, otras 
prefirieron retirarse por un tiempo o definitivamente de sus labores, y otras dejaron de ejercer el periodismo en 
la calle. Además, relataron las diversas consecuencias negativas que trajeron a su vida familiar las agresiones, 
insultos y las amenazas de las que han sido objeto, así como en algunos casos afectaciones médicas concretas.

Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 

137. Asimismo, la Corte observa que del testimonio de la señora Fernández Ortega se desprenden afectaciones a 
su integridad personal relativas al trato que recibió al interponer su denuncia ante las autoridades, así como 
sentimientos de profundo temor por la presencia de militares e impotencia relacionados con la falta de justicia 
en su caso. 

138. Teniendo en cuenta lo anterior y el reconocimiento de responsabilidad del Estado, la Corte declara que México 
violó el derecho a la integridad personal de la señora Fernández Ortega consagrado en el artículo 5.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 201353.

207. Además, con pleno conocimiento de las autoridades migratorias bolivianas, el gobierno chileno había autorizado 
el ingreso de la familia Pacheco Tineo a Chile y les había facilitado la logística para asegurar su traslado hasta 
ese país, el cual tendría lugar la mañana del 24 de febrero de 2001. A pesar de ello, según fue establecido, esa 
misma mañana fue ejecutada una resolución de expulsión en su contra, emitida el día anterior y sin haber 
sido notificada, lo cual hizo ilusoria cualquier posibilidad de recurrir contra esos actos. Sorpresivamente la 
familia fue detenida y conducida hacia Perú, donde fue entregada a las autoridades migratorias y policiales 
de dicho país. Es decir, fueron expulsados en una situación de total incertidumbre sobre el resultado de su 
nueva solicitud de asilo, sin posibilidad de ejercer algún recurso judicial al respecto y habiendo perdido la 
oportunidad efectiva de regresar a Chile. Además, el señor Pacheco Osco y la señora Tineo Godos enfrentaron 
el temor por las potenciales consecuencias que la entrega a autoridades peruanas tendría para ellos y para sus 
hijos, quienes, por su parte, declararon sobre los efectos que los hechos tuvieron. En consecuencia, la Corte 
considera que la zozobra, el temor y la desprotección provocada por los hechos descritos constituyeron una 
violación a la integridad psíquica y moral de los miembros de la familia Pacheco Tineo. 

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014. 

188. En primer lugar, la Corte ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio 
comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana, en violación del artículo 
5 de la Convención Americana54. En el presente caso, el Estado no ha demostrado que la fuerza utilizada al 
momento de la detención de la señora Espinoza Gonzáles fue necesaria, por lo que el Tribunal considera que se 
violó su derecho a la integridad personal reconocido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 de la misma.

53 Según los peticionarios, de nacionalidad peruana y chilena en el caso del hijo menor, Juan Ricardo Pacheco Tineo, tras su ingreso a Bolivia y al momento 
de apersonarse ante el Servicio Nacional de Migración (en adelante “el SENAMIG”), las autoridades migratorias bolivianas retuvieron sus documentos, 
detuvieron arbitrariamente a la señora Fredesvinda Tineo Godos, se abstuvieron de conocer adecuadamente su nueva solicitud de reconocimiento del 
estatuto de refugiados y procedieron a expulsarlos a Perú el 24 de febrero de 2001, mediante actos de violencia y poniéndolos en riesgo en dicho país. 
Asimismo, los peticionarios señalaron que años atrás el Estado de Bolivia les reconoció el estatuto de refugiados, luego solicitaron su repatriación a Perú 
por la situación precaria que vivieron en Bolivia y posteriormente les fue reconocido el estatuto de refugiados en Chile. Informe No. 136/11. Caso 474. 
Fondo. Familia Pacheco Tineo. Bolivia. 31 de Octubre de 2011, párr. 2. 

54 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú, párr. 57, y Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 
2013. Serie C No. 275, párr. 363.
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4.3. Aislamiento e incomunicación como trato cruel e inhumano

Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 198855. 

156. Además, el aislamiento prolongado y la incomunicación coactiva a los que se ve sometida la víctima representan, 
por sí mismos, formas de tratamiento cruel e inhumano, lesivas de la libertad psíquica y moral de la persona y 
del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano, lo que constituye, por su 
lado, la violación de las disposiciones del artículo 5 de la Convención que reconocen el derecho a la integridad 
personal […] En el mismo sentido: Caso Lori Berenson Mejía vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 
2004, párr. 103.

Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 199756.

90. Una de las razones por las cuales la incomunicación es concebida como un instrumento excepcional es por los 
graves efectos que tiene sobre el detenido.  En efecto, el aislamiento del mundo exterior produce en cualquier 
persona sufrimientos morales y perturbaciones psíquicas, la coloca en una situación de particular vulnerabilidad 
y acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en las cárceles. En el mismo sentido: Caso Lori Berenson 
Mejía vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2004, párr. 104.

91. La sola constatación de que la víctima fue privada durante 36 días de toda comunicación con el mundo exterior 
y particularmente con su familia, le permite a la Corte concluir que el señor Suárez Rosero fue sometido a 
tratos crueles, inhumanos y degradantes, más aún cuando ha quedado demostrado que esta incomunicación 
fue arbitraria y realizada en contravención de la normativa interna del Ecuador.  La víctima señaló ante la 
Corte los sufrimientos que le produjo verse impedido de la posibilidad de buscar un abogado y no poder ver 
o comunicarse con su familia.  Agregó que, durante su incomunicación, fue mantenido en una celda húmeda 
y subterránea de aproximadamente 15 metros cuadrados con otros 16 reclusos, sin condiciones necesarias de 
higiene y se vio obligado a dormir sobre hojas de periódico y los golpes y amenazas a los que fue sometido 
durante su detención.  Todos estos hechos confieren al tratamiento a que fue sometido el señor Suárez Rosero 
la característica de cruel, inhumano y degradante.

Caso “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Sentencia de 19 de Noviembre de 1999.

163. Durante el tiempo de su retención los cuatro jóvenes permanecieron aislados del mundo exterior y seguramente 
estaban conscientes de que sus vidas corrían grave peligro.  Es razonable inferir que durante esas horas pasaron, 
por esa sola circunstancia, por una situación de extremo sufrimiento psicológico y moral. 

Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Sentencia de 25 de Noviembre de 2000. 

150. Como ya lo ha establecido este Tribunal, una “persona ilegalmente detenida se encuentra en una situación 
agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el 
derecho a la integridad física y a ser tratada con dignidad”57. A lo anterior habría que agregar que “el aislamiento 
prolongado y la incomunicación coactiva a los que se ve sometida la víctima representan, por sí mismos, 
formas de tratamiento cruel e inhumano, lesivas de la integridad psíquica y moral de la persona y del derecho 

55 Los hechos del presente caso se producen en un contexto en el cual, durante los años de 1981 a 1984, entre 100 y 150 personas desaparecieron sin que de 
muchas de ellas se haya vuelto a tener alguna noticia. Tales desapariciones tenían un patrón muy similar, que se iniciaba mediante el secuestro violento 
de las víctimas, muchas veces a la luz del día y en lugares poblados, por parte de hombres armados, vestidos de civil y disfrazados, en vehículos sin 
identificación oficial y con cristales polarizados, sin placas o con placas falsas. Al respecto, la población consideraba como un hecho público y notorio 
que los secuestros se perpetraban por agentes militares, por policías o por personal bajo su dirección.

 Manfredo Velásquez era un estudiante de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras. Desapareció el 12 de septiembre de 1981, en un 
estacionamiento de vehículos en el centro de Tegucigalpa, secuestrado por varios hombres fuertemente armados, vestidos de  civil, que utilizaron un 
vehículo Ford de color blanco y sin placas. El secuestro fue llevado a cabo por personas vinculadas con las Fuerzas Armadas o bajo su dirección.

 Se interpusieron tres recursos de exhibición personal y dos denuncias penales. No obstante, los tribunales de justicia no efectuaron las investigaciones 
necesarias para encontrarlo o sancionar a los responsables.

56 Los hechos del presente caso se iniciaron el 23 de junio de 1992, cuando Rafael Iván Suárez Rosero fue detenido por agentes de la Policía Nacional del 
Ecuador, en el marco de la operación “Ciclón”, cuyo presunto objetivo era desarticular una organización de narcotráfico internacional. La detención se 
realizó sin una orden judicial y sin haber sido sorprendido en flagrante delito.

 El señor Suárez Rosero no contó con un abogado durante su primer interrogatorio. Asimismo, se le restringió las visitas familiares. Se interpuso un 
recurso de hábeas corpus para cuestionar la detención. Sin embargo, éste fue rechazado. El 9 de septiembre de 1996, se dictó sentencia condenatoria, 
donde se resolvió que el señor Suárez Rosero era encubridor del delito de tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y psicotrópicas. Fue sentenciado a 
dos años de prisión y una multa de dos mil salarios mínimos vitales generales.

57 Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú, párr. 90; Corte IDH. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia 
de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 166; y en igual sentido, Eur. Court H.R., Case of Ireland v. the United Kingdom, Judgment of 18 January 
1978, Series A no. 25, párr. 167.
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de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”58. Esta incomunicación produce 
en el detenido sufrimientos morales y perturbaciones psíquicas, lo coloca en una situación de particular 
vulnerabilidad y acrecienta el riesgo de agresión y arbitrariedad en los  centros de detención59.  Por todo ello, 
la Corte ha afirmado que, “en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos [...] la incomunicación debe 
ser excepcional y [...] su uso durante la detención puede constituir un acto contrario a la dignidad humana”60.

Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. 

229. Además de ello, la Corte concluye que las condiciones de detención impuestas al señor Wilson García Asto, 
así como la incomunicación, el régimen de aislamiento celular y la restricción de visitas de sus familiares 
constituyeron tratos crueles, inhumanos y degradantes que resultaron en la vulneración de su integridad física, 
psíquica y moral.  En consecuencia, y tomando en consideración el reconocimiento de hechos anteriores a 
septiembre de 2000 por parte del Estado [...], la Corte considera que el Estado es responsable por la violación 
del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor 
Wilson García Asto.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Sentencia de 20 de noviembre de 2014.

186. En tercer lugar, en cuanto a los hechos ocurridos en instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE, en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos se ha establecido que la incomunicación debe ser excepcional y que 
su uso durante la detención puede constituir un acto contrario a la dignidad humana, dado que puede generar 
una situación de extremo sufrimiento psicológico y moral para el detenido. En el mismo sentido, desde sus 
primeras sentencias la Corte Interamericana ha considerado que el aislamiento y la incomunicación prolongados 
representan, por sí mismos, formas de trato cruel e inhumano, lesivos de la integridad psíquica y moral de la 
persona y del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. Los Estados 
además deben garantizar que las personas privadas de la libertad puedan contactar a sus familiares. La Corte 
recuerda que la incomunicación es una medida excepcional para asegurar los resultados de una investigación y 
que solo puede aplicarse si es decretada de acuerdo con las condiciones establecidas de antemano por la ley.

187. La Corte considera que el plazo de aproximadamente tres semanas sin que la señora Espinoza tuviera acceso 
a su familia constituyó un período prolongado de incomunicación. Por otro lado, la Corte ya estableció que la 
detención de la señora Espinoza Gonzáles fue ilegal […]. Al respecto, la Corte ha señalado que basta con que 
una detención ilegal haya durado breve tiempo para que se configure, dentro de los estándares del derecho 
internacional de los derechos humanos, una conculcación a la integridad psíquica y moral, y que cuando se 
presentan dichas circunstancias es posible inferir, aun cuando no mediaran otras evidencias al respecto, que el 
trato que la víctima recibió durante su incomunicación fue inhumano y degradante. Por tanto, dicho período 
de incomunicación constituyó una violación de los artículos 5.2 y 5.1 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Gladys Espinoza.

Caso Galindo Cárdenas y otros Vs. Perú. Sentencia de 2 de octubre de 2015. 

242. La Corte ha determinado en varios casos que la incomunicación puede generar una situación de extremo 
sufrimiento psicológico y moral para el detenido. No obstante, de acuerdo a los hechos del presente caso, no hay 
evidencia de que la incomunicación inicial que habría sufrido el señor Galindo generase tal tipo de sufrimiento. 
Luego del referido período inicial las señoras Irma Díaz de Galindo y María Luisa Galindo, pudieron visitarlo 
todos los días y suministrarle los alimentos y las prendas de vestir necesarias durante su permanencia en dicho 
lugar, lo cual fue confirmado por el propio señor Galindo durante su declaración rendida ante la Corte.

243. En la audiencia pública el señor Galindo manifestó que el espacio que ocupó durante su permanencia en la 
JECOTE “probablemente tendría unos tres por cuatro metros, doce metros”, en el cual había “un ropero de 
madera viejo y un mueble viejo de escritorio y una cama de metal”. Agregó que en “el ambiente [en que se 
encontraba] tenía un baño y contiguo [a este] había otro ambiente [y había] una puerta que [permanecía] 
cerrada[, p]orque la policía por razones de seguridad [los] mantenía incomunicados”. En consecuencia, de 
acuerdo a las circunstancias del presente caso, este Tribunal considera que el señor Galindo no se vio afectado 

58 Cfr. Corte IDH. Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 15 de marzo de 1989. Serie C No. 6, párr. 149; Corte IDH. Caso 
Godínez Cruz Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párrs. 164 y 197; y Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. 
Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrs. 156 y 187.

59 Cfr. Corte IDH. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 195; y Corte 
IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 90.

60 Cfr. Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú, párr. 82; y Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, párr. 90. 
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en su integridad personal por las condiciones en que permaneció alojado en las instalaciones del cuartel militar 
de Yanac.

Para ver con mayor detalle los estándares establecidos por el Tribunal en materia de aislamiento y la comunicación 
en personas privadas de libertad, puede remitirse al punto 4.2. del Cuadernillo de Jurisprudencia N°9 de la Corte IDH, 
sobre Incomunicación y medidas de aislamiento que afectan a personas privadas de libertad. 

4.4. Amenazas reales e inminentes como una afectación del derecho a la integridad personal

Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 200861, 
párr. 108. 

108.  […] la Corte ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida por el artículo 5 de la 
Convención, cuando sea suficientemente real e inminente, puede en sí misma estar en conflicto con el derecho 
a la integridad personal. En otras palabras, crear una situación amenazante o amenazar a un individuo con 
quitarle la vida puede constituir, en algunas circunstancias, al menos, tratamiento inhumano. En el mismo 
sentido: Caso “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Sentencia de 19 de Noviembre 
de 1999, párr. 165. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Sentencia de 5 de julio de 2004, párr. 149. 

Caso “Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. 

167. Asimismo, en el Instituto se utilizaba como método de castigo el aislamiento, los maltratos y las incomunicaciones, 
con el propósito de imponer disciplina sobre la población de internos […], método disciplinario prohibido 
por la Convención Americana.  Si bien no ha quedado demostrado que todos los internos del Instituto lo 
sufrieron, esta Corte ha sostenido que la mera amenaza de una conducta prohibida por el artículo 5 de la 
Convención Americana, cuando sea suficientemente real e inminente, puede en sí misma estar en conflicto 
con la norma de que se trata. En otras palabras, crear una situación amenazadora o amenazar a un individuo 
con torturarlo puede constituir, al menos en algunas circunstancias, un tratamiento inhumano.  En el caso sub 
judice, la amenaza de dichos castigos era real e inminente, creando un clima de permanente tensión y violencia 
que afectó el derecho a una vida digna de los internos.

Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. 

109. La amenaza en perjuicio de la señora Valle Jaramillo y del señor Jaramillo Correa es evidente en el presente 
caso y se manifiesta en su forma más extrema, al ser ésta una amenaza directa de muerte. Tanto Nelly Valle 
como Carlos Fernando Jaramillo fueron amarrados y expuestos a una situación agonizante y amenazante, que 
en efecto culminó con la muerte de la tercera persona que se encontraba igualmente retenida junto a ellos. El 
trato que recibieron ambos fue agresivo y violento.  Además, la ejecución extrajudicial del señor Valle Jaramillo 
permite inferir que la señora Valle Jaramillo y el señor Jaramillo Correa pudieron temer y prever que serían 
privados de su vida de manera arbitraria y violenta, lo cual constituyó una violación de su integridad personal.

Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. 

82. La Corte ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida por el artículo 5 de la 
Convención, cuando sea suficientemente real e inminente, puede en sí misma estar en conflicto con el derecho 
a la integridad personal. Asimismo, crear una situación amenazante o amenazar a un individuo con quitarle 
la vida puede constituir, en algunas circunstancias, al menos, tratamiento inhumano. En el presente caso, al 
momento de la ocurrencia de estos hechos, dos integrantes de la familia Barrios ya habían sido privados de la 
vida por funcionarios policiales […], de manera que las amenazas con armas de fuego contra la vida de los niños 
y las agresiones mientras estaban privados de libertad necesariamente les provocó sentimientos profundos de 
angustia y vulnerabilidad, lo cual constituyó una violación a la integridad personal. 

83. Por otra parte, el Tribunal observa que el 19 de junio de 2004 los funcionarios policiales no solamente 
agredieron a los señores Ravelo y a la señora Luisa del Carmen Barrios, sino que además los amenazaron 
con otras agresiones y uno de ellos disparó su arma cerca de los mismos […]. Dichas agresiones y amenazas 

61 Los hechos del presente caso se relacionan con el señor Jesús María Valle Jaramillo, quien era un conocido defensor de derechos humanos. A 
partir de 1996 el señor Valle Jaramillo empezó a denunciar las actividades de grupos paramilitares, particularmente en el municipio de Ituango.  
El 27 de febrero de 1998, dos hombres armados irrumpieron en la oficina del señor Valle Jaramillo en la ciudad de Medellín y le dispararon, lo cual 
ocasionó su muerte instantánea. Asimismo, en el lugar de los hechos se encontraban la señora Nelly Valle Jaramillo y el señor Carlos Fernando Jaramillo 
Correa, quienes fueron amarrados y posteriormente amenazados con armas de fuego. A pesar de haberse interpuesto una serie de recursos judiciales, no 
se realizaron mayores investigaciones ni se sancionaron a los responsables de los hechos.
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representan conductas que afectan el derecho a la integridad personal y que son prohibidas por el artículo 5 de 
la Convención. […] De la información disponible, el Tribunal concluye que la amenaza con arma de fuego y las 
agresiones mientras estaban detenidos, necesariamente provocaron sentimientos de angustia y vulnerabilidad a 
los señores Ravelo y a las señoras Luisa del Carmen Barrios y Elbira Barrios, lo cual constituye una violación al 
derecho a su integridad personal. 

Caso Vélez Restrepo y Familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 3 de septiembre de 2012.

178. De acuerdo con las declaraciones del señor Vélez Restrepo y la señora Román Amariles y el peritaje de la 
psiquiatra Kessler rendidos ante esta Corte, ha sido probado que los referidos hechos de amenazas y 
hostigamientos ocurridos entre septiembre de 1996 y febrero de 1997 y reiterados en septiembre y principios 
de octubre de 1997, así como el intento de privación a la libertad ocurrido el 6 de octubre de 1997, produjeron 
temor y tensión constante y una “angustia agobiante” en los miembros de la familia Vélez Román en detrimento 
de su integridad psíquica. Es preciso resaltar que aunque la mayor parte de las amenazas iban dirigidas al señor 
Vélez Restrepo, la señora Román Amariles fue quien tuvo que enfrentar la difícil situación de atender múltiples 
llamadas telefónicas amenazantes hacia su esposo, en algunas de las cuales también se referían a su hijo Mateo 
o a toda la familia. De acuerdo a las declaraciones del señor Vélez Restrepo y de la señora Román Amariles, 
así como al peritaje de la psiquiatra Kessler, durante los períodos de amenazas constantes esta última y sus 
hijos Mateo y Juliana tuvieron que vivir “encerrados en la casa” y Mateo sentía el miedo constante con que 
vivía su madre. Además, el señor Vélez Restrepo y la señora Román Amariles tuvieron que tomar medidas de 
autoprotección, como lo fue cambiarse de casa y cambiar a su hijo Mateo del centro educativo al cual asistía, 
con todas las consecuencias emocionales que ello implica. Aunado a ello, el señor Vélez Restrepo presentaba 
problemas para dormir y tenía pesadillas, lo cual consecuentemente afectaba a su cónyuge. La señora Román 
Amariles expresó ante la Corte que toda esta situación afectó también su “vida de pareja”, y que la familia tuvo 
que buscar ayuda psicológica. El señor Vélez Restrepo, la señora Román Amariles y su hijo Mateo recibieron 
tratamiento psicológico durante ocho meses a partir del 10 de septiembre de 1996. 

179. Asimismo, en sus declaraciones rendidas ante esta Corte, el señor Vélez Restrepo y la señora Román Amariles 
expresaron el gran temor, angustia y conmoción familiar que significó para ellos y para sus hijos Mateo y Juliana 
los hechos del 6 de octubre de 1997, cuando el señor Vélez Restrepo logró escapar de las personas que trataron 
de privarlo de su libertad y llegó gritando a su casa que lo querían matar. Explicaron que por la gravedad de la 
situación tuvieron que dejar la casa en que vivían y sus pertenencias y durante los tres días siguientes tuvieron 
que quedarse en diferentes lugares. 

180. Para pronunciarse sobre la violación a la integridad personal, la Corte valora que el peritaje de la psiquíatra 
Kessler efectuado entre noviembre de 2011 y enero de 2012 diagnosticó que el señor Vélez Restrepo, la señora 
Román Amariles y su hijo Mateo Vélez Román sufren de trastorno crónico por estrés postraumático y depresión 
mayor y que Juliana sufre de depresión crónica leve, lo cual se debe tanto a los hechos de agresión contra el 
señor Vélez el 29 de agosto de 1996, a las amenazas, intimidaciones e intento de privación de libertad, pero 
también se relaciona en gran medida con las consecuencias de haber tenido que salir de Colombia a vivir a los 
Estados Unidos de América en condición de asilados. 

4.5. Violación al derecho a la integridad por destrucción de viviendas y desplazamiento forzado 

Caso Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. 

270. En relación con la supuesta violación del artículo 5 de la Convención en perjuicio de las personas que perdieron 
bienes en El Aro, el Tribunal considera que el Estado no respetó la integridad psíquica y moral de dichas 
personas, quienes padecieron grandes sufrimientos emocionales por la pérdida de sus pertenencias en un 
contexto de extrema violencia, lo cual ha sido analizado en el capítulo relativo a la violación del artículo 21 de 
la Convención en la presente Sentencia […].  Con base en lo anterior, la Corte considera que las víctimas de la 
violación del artículo 5 de la Convención, en relación con el artículo 21 de la misma, son las personas señaladas 
en el Anexo III del presente Fallo y que se han identificado como víctimas de la violación de los artículos 5 y 21 
de la Convención.

271. Sin embargo, la Corte considera que las personas cuyas viviendas fueron destruidas y que, por tanto, se 
vieron obligadas a desplazarse al haber perdido su hogar y todas sus pertenencias han vivido un sufrimiento 
especialmente grave, el cual merece mayor atención.
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272. Este Tribunal ya estableció en la presente Sentencia que los paramilitares, con la aquiescencia y tolerancia 
de funcionairos del Estado [...], destruyeron e incendiaron gran parte de las casas en El Aro, lo cual causó 
el desplazamiento de sus habitantes. Dichos actos de violencia, y en especial la destrucción de las viviendas, 
eran destinados a aterrorizar a la población y obligar a las familias a desplazarse del lugar. Las personas que 
perdieron sus domicilios en los incendios causados por los paramilitares, y que por lo tanto se vieron obligadas 
a desplazarse, perdieron toda posibilidad de regresar a su hogar, ya que éste dejó de existir.  Esta Corte considera 
que estos hechos han agravado la situación de dichas personas vis a vis otras personas que se vieron obligadas 
a desplazarse, pero cuyas viviendas no fueron destruidas. 

273. En casos parecidos al presente, la Corte Europea de Derechos Humanos ha reconocido que tales hechos se 
pueden considerar como tratos inhumanos, lo cual constituye una violación del artículo 3 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos. En el caso Ayder vs. Turquía la Corte Europea consideró como trato inhumano 
el que las casas y las posesiones de las víctimas hayan sido quemadas delante de sus ojos, privándoles de su 
cobijo, refugio y sustento, y teniendo en cuenta que esto les obligó a abandonar el lugar de su residencia para 
rehacer sus vidas en otro lugar, lo cual causó angustia en las víctimas y sus familiares.  Igualmente, en el caso 
Bilgin vs. Turquía  la Corte Europea consideró que la destrucción de la vivienda de la víctima, perpetrada por las 
fuerzas de seguridad turcas, constituyó un trato inhumano.  Finalmente, en el caso Selçuk vs. Turquía  la Corte 
Europea consideró como un trato inhumano la destrucción de las casas y sustento de las víctimas, lo cual causó 
su desplazamiento. 

274. A la luz de lo anterior, y tomando en cuenta los hechos particularmente graves del presente caso, la Corte 
considera que los habitantes de El Aro que perdieron sus domicilios, y por tanto se vieron forzadas a desplazarse, 
sufrieron un trato inhumano.  Los acontecimientos ocurridos en El Aro han significado para dichas personas 
no solo la perdida de sus viviendas, sino también la pérdida de todo su patrimonio, así como la posibilidad de 
regresar a un hogar. 

278. En relación con el alegato sobre la presunta violación del artículo 5 de la Convención en perjuicio de la 
población general de El Aro y La Granja, esta Corte considera que, por la gravedad del sufrimiento causado por 
las masacres en dichos corregimientos y el temor generalizado que provocaron las incursiones paramilitares en 
este caso, lo cual se enmarca en un patrón de masacres semejantes, los pobladores de La Granja y El Aro que no 
fueron señalados en los párrafos anteriores son víctimas de la violación a la integridad psíquica. 

4.6. Afectación del derecho a la integridad personal en relación al derecho a la atención de salud 
Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. 

131. Los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental 
de las Naciones Unidas ofrecen una guía útil para determinar si la atención médica ha observado los cuidados 
mínimos para preservar la dignidad del paciente.  Los principios 1, 8 y 9 del mencionado catálogo, establecen 
las libertades fundamentales y los derechos básicos, y las normas de la atención médica y del tratamiento a ser 
prestado a las personas con discapacidad mental.  Además, el lugar y las condiciones físicas en que se desarrolla 
el tratamiento deben ser conformes con el respeto a la dignidad de la persona, de acuerdo con el Principio 13.

132. La Corte considera que las precarias condiciones de funcionamiento de la Casa de Reposo Guararapes, tanto en 
cuanto las condiciones generales del lugar como la atención médica, se distanciaban de forma significativa a las 
adecuadas para ofrecer un tratamiento de salud digno, particularmente en razón de que afectaban a personas 
con una gran vulnerabilidad por su discapacidad mental, y eran per se incompatibles con una protección 
adecuada de la integridad personal y de la vida.  

133. La sujeción se entiende como cualquier acción que interfiera con la capacidad de un paciente de tomar decisiones 
o que restringe su libertad de movimiento.  La Corte toma nota que el uso de la sujeción posee un alto riesgo de 
ocasionar daños o la muerte del paciente, y que las caídas y lesiones son comunes durante dicho procedimiento.

134. El Tribunal considera que la sujeción es una de las medidas más agresivas a que puede ser sometido un paciente 
en tratamiento psiquiátrico.  Para que esté en conformidad con el respeto a la integridad psíquica, física y moral 
de la persona, según los parámetros exigidos por el artículo 5 de la Convención Americana, debe ser empleada 
como medida de último recurso y únicamente con la finalidad de proteger al paciente, o bien al personal 
médico y a terceros, cuando el comportamiento de la persona en cuestión sea tal que ésta represente una 
amenaza a la seguridad de aquéllos.  La sujeción no puede tener otro motivo sino éste, y sólo debe ser llevada a 
cabo por personal calificado y no por los pacientes.  
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135. Además, y en consideración de que todo tratamiento debe ser elegido con base en el mejor interés del paciente 
y en respeto de su autonomía, el personal médico debe aplicar el método de sujeción que sea menos restrictivo, 
después de una evaluación de su necesidad, por el período que sea absolutamente necesario, y en condiciones 
que respeten la dignidad del paciente y que minimicen los riesgos al deterioro de su salud. 

136. Al señor Damião Ximenes Lopes se le sujetó con las manos hacia atrás entre la noche del domingo y el lunes 
por la mañana sin una reevaluación de la necesidad de proseguir en la contención, y se le dejó caminar sin 
la adecuada supervisión.  Esta forma de sujeción física a que fue sometida la presunta víctima no satisface 
la necesidad de proveer al paciente un tratamiento digno, ni la protección de su integridad psíquica, física o 
moral.

Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
mayo de 201162.

43. Los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa e inmediatamente vinculados con la atención 
a la salud humana. En este sentido, el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece que toda persona 
tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social, e 
indica que la salud es un bien público. Así, esta Corte ha establecido que el Estado tiene el deber, como garante 
de la salud de las personas bajo su custodia, de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y atención 
y tratamiento médicos adecuados cuando así se requiera. 

44. Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada no satisface los requisitos materiales 
mínimos de un tratamiento digno conforme a la condición de ser humano en el sentido del artículo 5 de la 
Convención Americana. Así, la falta de atención médica adecuada a una persona que se encuentra privada de 
la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en particular, tales como su estado de salud o el tipo 
de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos y, en 
algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros.

75. En definitiva, el Tribunal observa que en este caso, el Estado no brindó atención médica adecuada y oportuna al 
señor Pedro Miguel Vera Vera. Lo anterior, puesto que éste fue dado de alta luego de su primer internamiento 
en el Hospital de Santo Domingo de los Colorados sin que se hubiesen realizado los exámenes o diagnósticos 
pertinentes en atención a las lesiones que presentaba […]; cuando estuvo detenido en el Centro de Detención 
Provisional de Santo Domingo, el Estado no dispuso inmediatamente el traslado del señor Vera Vera a un 
hospital que contara con las facilidades para atender sus necesidades de salud sino que se le mantuvo en ese 
lugar hasta que las complicaciones de su herida fueron evidentes […]; cuando se le trasladó por segunda vez 
al Hospital de Santo Domingo de los Colorados el señor Vera Vera no fue intervenido quirúrgicamente ni se 
adoptaron otras medidas apropiadas para atender su grave estado de salud, lo cual le provocó un deterioro 
físico mayor […]. Posteriormente, en el hospital Eugenio Espejo de Quito ya no se pudo salvar la vida del 
señor Vera Vera dado que su condición de salud era ya muy delicada. En definitiva, la intervención quirúrgica 
que requería el señor Vera Vera no se realizó sino hasta diez días después de que recibió un impacto de bala y 
fue detenido, no obstante su grave estado de salud […]. Además, la atención médica brindada por el Estado 
fue impulsada por la señora Vera Valdez en reiteradas ocasiones […]. Para la Corte, la serie de omisiones en 
que incurrió el Estado a través de sus agentes a lo largo del tiempo en que Pedro Miguel Vera Vera estuvo bajo 
su custodia constituyó negligencia médica que resultó en su muerte, lo cual compromete su responsabilidad 
internacional.  

76. Adicionalmente, la Corte considera útil remitirse a jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos 
en casos en los cuales ha habido un tratamiento médico negligente o deficiente a personas privadas de la libertad, 
en un grado tal que dicho Tribunal Europeo ha considerado que los Estados han incurrido en violación del 
artículo 3 de la Convención Europea de Derechos Humanos, el cual consagra la prohibición, entre otros, de los 

62 Los hechos del presente caso se inciaron el 12 de abril de 1993, cuando Pedro Miguel Vera Vera, de 20 años de edad, fue detenido por miembros de 
la Policía Nacional de la ciudad de Santo Domingo de los Colorados. Antes de su detención había sido perseguido por un grupo de personas quienes 
aparentemente lo  acusaban de haber cometido asalto y robo a mano armada. 

 Al detenerlo, los policías notaron que Pedro Miguel Vera Vera presentaba una herida de bala a la altura del  pecho en el costado izquierdo. Lo trasladaron  
en taxi al Cuartel de  Policía de la ciudad. Luego de ser registrado en dicho lugar, ese mismo día fue llevado al Hospital Regional de Santo Domingo de 
los Colorados, donde fue dado de alta al día  siguiente. El 13 de abril de 1993 fue trasladado al Centro de Detención Provisional de Santo Domingo de los 
Colorados, lugar donde permaneció hasta el 17 de abril.

 Debido a las complicaciones de la herida de bala que presentaba, fue trasladado nuevamente al Hospital Regional de Santo Domingo de los Colorados. 
El 22 de abril fue llevado al Hospital Eugenio Espejo de Quito, lugar donde falleció al día siguiente.  
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tratos crueles, inhumanos y degradantes. Al respecto, la Corte Europea ha considerado que en el análisis de este 
tipo de violaciones:

 [l]os malos tratos deberán alcanzar un nivel mínimo de gravedad para que puedan ubicarse en el 
marco del Artículo 3. La evaluación de este nivel mínimo es, naturalmente, relativa; depende de 
todas las circunstancias del caso, tales como la duración de los tratos, sus efectos físicos y mentales 
y, en algunos casos, el género, la edad, y estado de salud de la víctima […]. Si bien el propósito de 
esos tratos es un factor que debe considerarse, en particular si tuvieron el propósito de humillar 
o degradar a la víctima o no, la ausencia de tal propósito no lleva inevitablemente a la conclusión 
que no ha habido violación del artículo 3[.]

76. Además, no puede excluirse la posibilidad de que la detención de una persona enferma pueda dar lugar a 
controversias bajo el Artículo 3 de la Convención[.]63

77. Así, la Corte Europea ha tomado en cuenta factores tales como la falta de asistencia médica de emergencia y 
especializada pertinente, deterioro excesivo de la salud física y mental de la persona privada de la libertad y 
exposición a dolor severo o prolongado a consecuencia de la falta de atención médica oportuna y diligente, las 
condiciones excesivas de seguridad a las que se ha sometido a la persona a pesar de su evidente estado de salud 
grave y sin existir fundamentos o evidencias que las hicieran necesarias, entre otros, para valorar si se ha dado 
un tratamiento inhumano o degradante a la persona privada de la libertad . 

78. Al respecto, el Tribunal observa que en el presente caso la negligencia médica de las autoridades estatales ante 
el tipo de lesión que sufrió el señor Vera Vera, es decir, una herida de bala, ocasionó un doloroso deterioro 
en su estado físico durante el transcurso de diez días, que culminó con su muerte, resultados que pudieron 
haberse evitado con tratamiento médico adecuado y oportuno […]. Asimismo, por su estado de salud y por 
su privación de libertad, era evidente que el señor Vera Vera no hubiera podido valerse por sí mismo para que 
fuera atendido de manera oportuna ya que ello era una obligación de las autoridades que estaban a cargo de su 
custodia. Para la Corte, estos hechos configuran tratos inhumanos y degradantes en el sentido del artículo 5.2 
de la Convención Americana en detrimento del señor Vera Vera. 

79. Por lo tanto, para este Tribunal es claro que la falta de atención adecuada y oportuna mientras el señor Pedro 
Miguel Vera Vera se encontraba bajo custodia del Estado generó violaciones a sus derechos a la integridad 
personal y a la vida, por lo cual estima que el Estado ecuatoriano violó los artículos 5.1, 5.2 y 4.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio.

Caso Díaz Peña Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de junio  
de 201264. 

137. Asimismo, la Corte ha señalado que, de las obligaciones generales de respetar y garantizar los derechos que 
establece el artículo 1.1 de la Convención Americana, derivan deberes especiales determinables en función 
de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la 
situación específica en que se encuentre. Así, el Estado tiene el deber de proporcionar a los detenidos revisión 
médica regular y atención y tratamiento adecuados cuando así se requiera. El Principio 24 del Conjunto de 
Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión 
determina que “[s]e ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con la menor 
dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión y, posteriormente, esas personas 

63 C.E.D.H., Caso Sarban Vs. Moldova, (No. 3456/05), Sentencia de 4 de octubre de 2005. Final, 4 de enero de 2006, párrs. 75 y 76:
 [I]ll-treatment must attain a minimum level of severity if it is to fall within the scope of Article 3. The assessment of this minimum level is, in the nature 

of things, relative; it depends on all the circumstances of the case, such as the duration of the treatment, its physical and mental effects and, in some 
cases, the sex, age and state of health of the victim[.]. Although the purpose of such treatment is a factor to be taken into account, in particular whether 
it was intended to humiliate or debase the victim, the absence of any such purpose does not inevitably lead to a finding that there has been no violation 
of Article 3[.] 

 [M]oreover, it cannot be ruled out that the detention of a person who is ill may raise issues under Article 3 of the Convention […].” Traducción al 
castellano de la Secretaría de la Corte Interamericana. 

64 Los hechos del presente caso se enmarcan durante las protestas que se llevaron a cabo en la Plaza Francia de Altamira, Caracas, iniciadas en octubre de 
2002 y que se extendieron durante parte del año 2003. Es así como el 25 de febrero de 2003 estallaron dos artefactos explosivos en el Consulado General 
de la República de Colombia y en la Oficina de Comercio Internacional del Reino de España, situados en Caracas. Raúl José Díaz Peña, estudiante de 
ingeniería civil, fue arrestado el 14 de agosto de 2006 por su presunta responsabilidad en los hechos narrados previamente. Durante el tiempo en que 
permaneció en detención, las condiciones del centro penitenciario afectaron su salud, tales como la falta de luz natural y ventilación. Asimismo no recibió 
oportunamente atención médica cuando la necesitaba. Raúl José Díaz Peña fue condenado a una pena de nueve años y cuatro meses de prisión el 29 de 
abril de 2008. El 13 de mayo de 2010 se le concedió la medida alternativa de cumplimiento de pena de régimen abierto. Actualmente se encuentra en los 
Estados Unidos de América en proceso de asilo.
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recibirán atención y tratamiento médico cada vez que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán 
gratuitos”65. La atención por parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias 
o de detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o mentales, de 
las personas privadas de libertad. En este sentido, la falta de atención médica adecuada a una persona que se 
encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 
de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en particular, tales como su estado 
de salud o el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales 
acumulativos y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros.

Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
octubre de 201266.

109. En el presente caso, quedó acreditado que nueve personas fueron trasladas al Hospital Regional Universitario 
José María Cabral Báez, y al menos cinco fueron internadas; no obstante, según consta de la declaración del 
Director General de dicho hospital, las “personas haitianas no fueron recibidas ni atendidas en ese hospital” 
[...]. No obstante, durante la audiencia pública el Estado afirmó haber brindado atención a los heridos en tal 
hospital. Según declaraciones, algunos heridos salieron por su propia cuenta del hospital, sin que se registrara 
ni siquiera su salida. De lo anterior se desprende que la falta de registro de ingreso y egreso en el centro de salud, 
la falta de atención médica en favor de las cinco víctimas gravemente heridas, y la omisión de un diagnóstico 
sobre su situación y prescripción de su tratamiento, denotan omisiones en la atención que se debió brindar a 
los heridos para respetar y garantizar su derecho a la integridad personal, en contravención del artículo 5.1 en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención.

254. Por otra parte, la Corte observa que no se brindó en todo momento protección especial a favor de Roland Israel, 
por su condición de menor de edad, y tampoco a favor de Sylvie Felizor, quien estaba embarazada, situaciones 
que acentuaron la vulneración a su integridad psico-física y moral […]. 

4.7. Afectación del derecho a la integridad personal por las condiciones en lugares de detención y/o 
centros carcelarios67

Este apartado se desarrolla en el Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte IDH Nº 9, sobre Privados de libertad 
en el punto 3.

4.8. Violencia sexual como trato inhumano

Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. 

304. Se probó que en el Hospital de la Policía los internos heridos, quienes se encontraban en deplorables condiciones, 
fueron además desnudados y obligados a permanecer sin ropa durante casi todo el tiempo que estuvieron en 
el hospital, que en algunos casos se prolongó durante varios días y en otros durante semanas, y se encontraron 
vigilados por agentes armados […]. 

305. La Corte considera que todos los internos que fueron sometidos durante ese prolongado período a la referida 
desnudez forzada fueron víctimas de un trato violatorio de su dignidad personal. 

65 Naciones Unidas, Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, Adoptados 
por la Asamblea General en su Resolución 43/173, 09 de diciembre de 1988, Principio 24. Ver también la Regla 24 de las Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de Reclusos.

66 Los hechos del presente caso se iniciaron cuando, el 16 de junio de 2000, 30 nacionales haitianos, entre ellos un menor de edad y una mujer embarazada, 
ingresaron a territorio dominicano. El camión en el que se encontraban pasó por dos puestos de control. En el segundo, cuatro militares pertenecientes 
al Destacamento Operativo de Fuerza Fronteriza abordaron su patrulla e iniciaron la persecución del vehículo que no se había detenido. Los militares 
realizaron numerosos disparos con sus armas en dirección al camión. 

 Durante el tiroteo, fue herido de muerte el acompañante del conductor, Máximo Rubén de Jesús Espinal, cuyo cuerpo salió expulsado del camión. Los 
militares que se encontraban en persecución observaron el cuerpo del señor Espinal caer del vehículo, sin embargo continuaron su marcha sin detenerse. 
Posteriormente, el camión se volcó a orillas de la carretera, y algunas personas quedaron atrapadas bajo el vehículo. Un grupo de personas falleció 
producto del accidente y los disparos de los militares luego de la volcadura.

 Posteriormente, algunas personas sobrevivientes fueron trasladadas a un hospital. Sin embargo, el tratamiento recibidido fue precario. El 18 de junio de 
2000, un grupo de personas sobrevivientes fue detenido yllevado a un cuartel militar en Dejabón. Allí, agentes militares amenazaron con obligarlos a 
trabajar en el campo o bien darles dinero a dichos agentes a cambio de que éstos los llevaran a la frontera con Haití. En respuesta, los detenidos hicieron 
una colecta de dinero, quienes en horas de la tarde del mismo día los trasladaron a la ciudad de Ouanaminthe (Wanament), en Haití. El 5 de marzo de 
2004 el Consejo de Guerra de Primera Instancia emitió sentencia en el proceso penal militar contra los agentes involucrados en los hechos, en la cual se 
encontraron culpables de homicidio a dos personas y se les condenó a cinco años de prisión.

67 Nota del Editor: este tema se desarrolla con detalle en el Cuadernillo Nº 9, relativo a la personas privadas de libertad.
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306. En relación con lo anterior, es preciso enfatizar que dicha desnudez forzada tuvo características especialmente 
graves para las seis mujeres internas que se ha acreditado que fueron sometidas a ese trato. Asimismo, durante 
todo el tiempo que permanecieron en este lugar a las internas no se les permitió asearse y, en algunos casos, 
para utilizar los servicios sanitarios debían hacerlo acompañadas de un guardia armado quien no les permitía 
cerrar la puerta y las apuntaba con el arma mientras hacían sus necesidades fisiológicas […]. El Tribunal estima 
que esas mujeres, además de recibir un trato violatorio de su dignidad personal, también fueron víctimas de 
violencia sexual, ya que estuvieron desnudas y cubiertas con tan solo una sábana, estando rodeadas de hombres 
armados, quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado. Lo que califica este 
tratamiento de violencia sexual es que las mujeres fueron constantemente observadas por hombres. La Corte, 
siguiendo la línea de la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la Convención para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, considera que la violencia sexual se configura con 
acciones de naturaleza sexual que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender 
la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto 
físico alguno. 

307. La Corte hace notar el contexto en el que fueron realizados dichos actos, ya que las mujeres que los sufrieron se 
hallaban sujetas al completo control del poder de agentes del Estado, absolutamente indefensas, y habían sido 
heridas precisamente por agentes estatales de seguridad. 

308. El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por hombres armados, en el 
estado precario de salud en que se encontraban, constituyó violencia sexual en los términos antes descritos, 
que les produjo constante temor ante la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte 
de los agentes de seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade al 
sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de violencia sexual atentaron 
directamente contra la dignidad de esas mujeres. El Estado es responsable por la violación del derecho a la 
integridad personal consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las seis internas 
que sufrieron esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran incluidos en el Anexo 2 de víctimas de la 
presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

Caso Ríos vs. Venezuela. Sentencia de 28 de enero de 2009. 

277. En el caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú, la Corte se refirió a algunos alcances del artículo 5 de la Convención 
Americana en cuanto a los aspectos específicos de violencia contra la mujer, considerando como referencia 
de interpretación las disposiciones pertinentes de la Convención de Belem do Pará y la Convención sobre 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ya que estos instrumentos complementan 
el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad personal de las mujeres, del cual forma 
parte la Convención Americana. En ese caso, la Corte señaló que además de la protección que otorga el artículo 
5 de la Convención, el artículo 7 de la Convención de Belem do Pará señala expresamente que los Estados deben 
velar porque las autoridades y agentes estatales se abstengan de cualquier acción o práctica de violencia contra 
la mujer. En el mismo sentido: Caso Perozo vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas.  Sentencia de 28 de enero de 200968, párr. 291.

Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. 

358. Siguiendo la línea de la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la Convención de 
Belém do Pará, la Corte ha considerado que la violencia sexual se configura con acciones de naturaleza sexual 
que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo 
humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno.

359. Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal 
Internacional como en el Derecho Penal comparado, este Tribunal ha considerado que la violación sexual 
no implica necesariamente una relación sexual sin consentimiento, por vía vaginal, como se consideró 
tradicionalmente. Por violación sexual también debe entenderse actos de penetración vaginal o anal, sin 
consentimiento de la víctima, mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así 
como la penetración bucal mediante el miembro viril. Al respecto, la Corte aclara que para que un acto sea 
considerado violación sexual, es suficiente que se produzca una penetración, por insignificante que sea, en los 

68 Los hechos del presente caso se refieren a una serie de actos y omisiones, ocurridos entre octubre de 2001 y agosto de 2005, consistentes en declaraciones 
de funcionarios públicos, actos de hostigamiento, agresiones físicas y verbales, y obstaculizaciones a las labores periodísticas cometidos por agentes 
estatales y particulares en perjuicio de 44 personas vinculadas al canal de televisión Globovisión. Entre estas personas figuran periodistas, personal 
técnico asociado, empleados, directivos y accionistas.
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términos antes descritos. Además, se debe entender que la penetración vaginal se refiere a la penetración, con 
cualquier parte del cuerpo del agresor u objetos, de cualquier orificio genital, incluyendo los labios mayores y 
menores, así como el orificio vaginal. Esta interpretación es acorde a la concepción de que cualquier tipo de 
penetración, por insignificante que sea, es suficiente para que un acto sea considerado violación sexual. Este 
Tribunal entiende que la violación sexual es una forma de violencia sexual.

360. En el presente caso, la Corte ya estableció que la señora J. fue “manoseada” sexualmente al momento de su 
detención por un agente estatal de sexo masculino teniendo en cuenta: (1) las declaraciones de la señora J. 
rendidas ante las autoridades internas; (2) la similitud de lo descrito por la señora J. y el contexto de violencia 
sexual verificado por la CVR en la época de los hechos; (3) las dificultades probatorias propias de este tipo de 
hechos; (4) la presunción de veracidad que debe otorgarse a este tipo de denuncias, la cual puede ser desvirtuada 
a través de una serie de diligencias, investigaciones y garantías que no fueron otorgadas en el presente caso, 
donde no fue presentada prueba en contrario, ya que (5) existen ciertas inconsistencias en la declaración de la 
fiscal del Ministerio Público; (6) el examen médico no contradice lo señalado por la señora J., y (7) el Estado 
no ha iniciado una investigación sobre estos hechos. La Corte considera que este acto implicó la invasión física 
del cuerpo de la señora J. y al involucrar el área genital de la presunta víctima significó que el mismo fuera 
de naturaleza sexual. Asimismo, las circunstancias en las que se produjeron los hechos eliminan cualquier 
posibilidad de que hubiese habido consentimiento. Por tanto, este Tribunal considera que el “manoseo” del cual 
fue víctima la señora J. constituyó un acto de violencia sexual. Si bien las víctimas de violencia sexual tienden 
a utilizar términos poco específicos al momento de realizar sus declaraciones y no explicar gráficamente las 
particularidades anatómicas de lo sucedido [...], este Tribunal considera que a partir de las declaraciones de 
la presunta víctima que constan en el expediente del presente caso no es posible determinar si dicha violencia 
sexual además constituyó una violación sexual en los términos señalados anteriormente [...]. 

361. Este Tribunal considera que la violencia sexual de la cual fue víctima la señora J. por un agente del Estado 
y mientras estaba siendo detenida es un acto grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la 
víctima y el abuso de poder que despliega el agente. En relación con el artículo 5 de la Convención, la Corte 
considera que dicho acto fue denigrante y humillante física y emocionalmente, por lo que pudo haber causado 
consecuencias psicológicas severas para la presunta víctima. 

363. El Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el propio 
comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana, en violación del artículo 
5 de la Convención Americana. En el presente caso, el Estado no ha demostrado que la fuerza utilizada al 
momento de la detención fue necesaria […]. Asimismo, la violencia sexual de que fue víctima la señora J. 
constituye también una violación a su derecho a la integridad personal. 

4.9. Afectaciones del derecho a la integridad personal de familiares de víctimas de violaciones a 
derechos humanos 

Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 199369.

76. Entre los llamados dependientes de las víctimas figuran los padres de éstas.  Los padres de Mikuwendje 
Aloeboetoe y de Asipee Adame ya han sido declarados sucesores […] y obtendrán una indemnización por daño 
moral.  Pero esa no es la situación de los padres de las otras cinco víctimas.  No obstante, en este caso particular, 
se puede admitir la presunción de que los padres han sufrido moralmente por la muerte cruel de sus hijos, pues 
es propio de la naturaleza humana que toda persona experimente dolor ante el suplicio de su hijo.

77. Por estas razones, la Corte considera procedente que los padres de las víctimas que no han sido declarados 
sucesores, participen en la distribución por daño moral.

69 Los hechos del presente caso sucedieron el 31 de diciembre de 1987 en el distrito de Brokopondo. Alrededor de 20 cimarrones se encontraban por dicha 
zona a fin de regresar a sus hogares luego de haber estado en la ciudad de Paramaribo. Miembros de las fuerzas armadas detuvieron a estas personas bajo 
la sospecha de que eran miembros del Comando de la Selva y posteriormente fueron golpeados con las culatas de las armas de fuego de los soldados. 
Algunos de ellos fueron heridos gravemente con bayonetas y cuchillos.  Se les obligó a acostarse boca abajo en el suelo y los militares les pisaron la espalda 
y los orinaron.

 Luego de ello los militares permitieron que los cimarrones prosiguieran su viaje con excepción de siete personas: Daison Aloeboetoe, Dedemanu 
Aloeboetoe, Mikuwendje Aloeboetoe, John Amoida, Richenel Voola, Martin Indisie Banai y Beri Tiopo. Ellos fueron arrastrados con los ojos vendados 
al interior de un vehículo militar y llevados rumbo a Paramaribo.

 Antes de llegar a Paramaribo, el vehículo se detuvo y los militares ordenaron a las víctimas que salieran de él; a las que no lo hicieron las sacaron a la 
fuerza. Se les dio una pala y a poca distancia del camino se les ordenó que comenzaran a excavar.  Richenel Voola trató de escapar pero los militares 
dispararon contra él. Poco tiempo después las otras seis personas fueron asesinadas por los militares.
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Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 199870.

114. Esta cuestión que plantea la Comisión, sólo puede ser examinada en relación con los familiares del señor 
Nicholas Blake, ya que la violación de la integridad psíquica y moral de dichos familiares, es una consecuencia 
directa de su desaparición forzada.  Las circunstancias de dicha desaparición generan sufrimiento y angustia, 
además de un sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades 
públicas de investigar los hechos. En el mismo sentido: Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Sentencia de 
25 de noviembre de 2000, párr. 160. 

Caso “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. 

173. Es evidente, asimismo, que las autoridades nacionales no tomaron providencias para establecer la identidad de las 
víctimas, las cuales permanecieron registradas como XX hasta que sus familiares se apersonaron a reconocerlos, 
a pesar de que tres de los jóvenes (Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez y Jovito Josué 
Juárez Cifuentes) tenían antecedentes penales consignados en los “archivos delincuenciales”.  La negligencia por 
parte del Estado así puesta de manifiesto, debe sumarse al hecho de que las autoridades no hicieron esfuerzos 
adecuados para localizar a los parientes inmediatos de las víctimas, notificarles la muerte de éstas, entregarles 
los cadáveres y proporcionarles información sobre el desarrollo de las investigaciones.  El conjunto de esas 
omisiones postergó y, en algunos casos, negó a los familiares la oportunidad de dar a los jóvenes una sepultura 
acorde con sus tradiciones, valores o creencias y, por lo tanto, intensificó sus sufrimientos.  A ello se agrega el 
sentimiento de inseguridad e impotencia que le causó a esos parientes la abstención de las autoridades públicas 
en investigar a cabalidad los correspondientes delitos y castigar a sus responsables. 

174. La Corte debe destacar entre las conductas de los agentes estatales que intervinieron en los hechos del caso y 
que produjeron un impacto sobre sus familiares, la correspondiente al tratamiento que se dio a los cuerpos de 
los jóvenes cuyos cadáveres aparecieron en los Bosques de San Nicolás, Henry Giovanni Contreras, Federico 
Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes.  Estas personas no 
sólo fueron víctimas de la violencia extrema correspondiente a su eliminación física, sino que, además, sus 
cuerpos fueron abandonados en un paraje deshabitado, quedaron expuestos a las inclemencias del tiempo  y a la 
acción de los animales y hubieran podido permanecer así durante varios días, si no hubieran sido encontrados 
fortuitamente.  En el presente caso, es evidente que el tratamiento que se dio a los restos de las víctimas, que eran 
sagrados para sus deudos y, en particular, para sus madres, constituyó para éstas un trato cruel e inhumano.

176. La Corte Europea ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre la condición de víctima de tratamientos 
inhumanos y degradantes de una madre como resultado de la detención y desaparición de su hijo a manos de las 
autoridades.  Para determinar si se había violado o no el artículo 3 de la Convención Europea, correspondiente 
al artículo 5 de la Convención Americana, la Corte Europea ha valorado las circunstancias del caso, la gravedad 
del maltrato y el hecho de no contar con información oficial para esclarecer el mismo.  En virtud de esas 
consideraciones y de que se trataba de la madre de la víctima de una violación de derechos humanos, la Corte 
Europea concluyó que también ella había sido víctima y que el Estado era responsable de la violación del 
artículo 3 mencionado.

Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. 

160. Esta Corte ha señalado, en otras oportunidades, que los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas. En un caso que involucraba la desaparición forzada de una persona, 
el Tribunal afirmó que la violación de la integridad psíquica y moral de dichos familiares es una consecuencia 
directa, precisamente, de la desaparición forzada. […]

161. Esta Corte incluso llegó a afirmar, en el reciente caso de los “Niños de la Calle”, que las madres de las víctimas 
sufrieron por la negligencia de las autoridades para establecer la identidad de aquéllas; porque dichos agentes 
estatales “no hicieron esfuerzos adecuados para localizar a los parientes inmediatos” de las víctimas  y notificarles 
sus muertes, postergando la oportunidad de darles “sepultura acorde con sus tradiciones”; porque las autoridades 
públicas se abstuvieron de investigar los delitos correspondientes y de sancionar a los responsables de éstos. El 
sufrimiento de los familiares de las víctimas responde además, en este caso, al tratamiento que se les dio a los 

70 Los hechos del presente caso se iniciaron el 26 de marzo de 1985, cuando los ciudadanos norteamericanos Nicholas Blake, periodista, y Griffith Davis, 
fotógrafo, salieron de la ciudad de Huehuetenango rumbo a la aldea El Llano. En dicho lugar fueron detenidos por la Patrulla de Autodefensa Civil de 
El Llano. Luego de ser llevados a un sitio denominado Los Campamentos fueron asesinados y sus cadáveres fueron arrojados en la maleza. Los restos 
de Griffith Davis fueron encontrados el 16 de marzo de 1992 mientras que los de Nicholas Blake el 14 de junio de 1992. Durante su desaparición, los 
familiares de Nicholas Blake iniciaron una serie de acciones judiciales a fin de ubicar su paradero, lo cual resultó infructuoso. Asimismo, no se había 
investigado los hechos ni sancionado a los responsables. 
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cadáveres ya que éstos aparecieron después de varios días, abandonados en un paraje deshabitado con muestras 
de violencia extrema, expuestos a las inclemencias del tiempo y a la acción de los animales. Este tratamiento a 
los restos de las víctimas, “que eran sagrados para sus deudos y, en particular, para [sus madres], constituyó para 
éstas un trato cruel e inhumano”71.

162. La jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos también ha aceptado que cuando se violan 
derechos fundamentales de una persona humana, tales como el derecho a la vida o el derecho a la integridad 
física, las personas más cercanas a la víctima también pueden ser consideradas como víctimas. Dicha Corte 
tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre la condición de víctima de tratos crueles, inhumanos y degradantes 
de una madre como resultado de la detención y desaparición de su hijo, para lo cual valoró las circunstancias 
del caso, la gravedad del maltrato y el hecho de no contar con información oficial para esclarecer los hechos. En 
razón de estas consideraciones, la Corte Europea concluyó que también esta persona había sido víctima y que 
el Estado era responsable de la violación del artículo 3 de la Convención Europea.

163. Recientemente dicha Corte desarrolló aún más el concepto, resaltando que entre los extremos a ser considerados 
se encuentran también los siguientes: la proximidad del vínculo familiar, las circunstancias particulares de la 
relación con la víctima, el grado en el cual el familiar fue testigo de los eventos relacionados con la desaparición, 
la forma en que el familiar se involucró respecto a los intentos de obtener información sobre la desaparición de 
la víctima y la respuesta ofrecida por el Estado a las gestiones incoadas.

164. En el mismo sentido, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, de acuerdo con el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ha afirmado que los familiares de detenidos desaparecidos deben 
ser considerados como víctimas, entre otras violaciones, por malos tratos. El Comité de Derechos Humanos, en 
el caso Quinteros c. Uruguay (1983), ya ha señalado que 

 
 comprend[ía] el profundo pesar y la angustia que padec[ió] la autora de la comunicación como 

consecuencia de la desaparición de su hija y la continua incertidumbre sobre su suerte y su 
paradero.  La autora tiene derecho a saber lo que ha sucedido a su hija.  En ese sentido es también 
una víctima de las violaciones del Pacto [Internacional de Derechos Civiles y Políticos], en 
particular del artículo 7 [correspondiente al artículo 5 de la Convención Americana], soportadas 
por su hija72.

165. La Corte ha valorado las circunstancias del presente caso, particularmente la continua obstrucción a los esfuerzos 
de Jennifer Harbury por conocer la verdad de los hechos, y sobre todo el ocultamiento del cadáver de Bámaca 
Velásquez y los obstáculos que interpusieron diversas autoridades públicas a las diligencias de exhumación 
intentadas, así como la negativa oficial de brindar información al respecto. Con base en dichas circunstancias, 
la Corte considera que los padecimientos a los que fue sometida Jennifer Harbury constituyeron claramente 
tratos crueles, inhumanos y degradantes violatorios del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención. La Corte entiende 
además que la falta de conocimiento sobre el paradero de Bámaca Velásquez causó una profunda angustia 
en los familiares de éste, mencionados por la Comisión, por lo que considera a éstos también víctimas de la 
violación del artículo citado. 

Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Sentencia de 5 de julio de 2004. 

112. a) Los familiares de las presuntas víctimas han sufrido daños materiales e inmateriales como consecuencia 
directa de la desaparición forzada y muerte de las mismas, por la falta de apoyo de las autoridades estatales en la 
búsqueda inmediata de los desaparecidos, el miedo a iniciar o continuar con las búsquedas de sus familiares por 
verse envueltos en amenazas o atentados, y por las amenazas y atentados que recibieron quienes continuaron 
buscando a las presuntas víctimas, todo lo cual ha afectado su salud física y psicológica, ha impactado sus 
relaciones sociales y laborales, ha alterado la dinámica de sus familias y, en algunos casos, ha puesto en riesgo 
la vida e integridad personal de algunos de sus miembros .

249. En cuanto a los familiares inmediatos de los 19 comerciantes, la Corte ha presumido que los sufrimientos o 
muerte de una persona acarrean a sus hijos, cónyuge o compañera, padres y hermanos un daño inmaterial, 
por lo cual no es necesario demostrarlo.  Tal y como ha dicho la Corte, “se puede admitir la presunción de que 
los padres han sufrido moralmente por la muerte cruel de sus hijos, pues es propio de la naturaleza humana 

71 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala, párr. 174.
72 Cfr. Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Quinteros c. Uruguay, 21 de julio de 1983 (19º período de sesiones) Comunicación Nº 

107/1981, párr. 14; [17º a 32º períodos de sesiones (Octubre de 1982- Abril de 1988)]. Selección de Decisiones del Comité de Derechos Humanos 
adoptadas con arreglo al Protocolo Facultativo, Vol. 2, 1992.
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que toda persona experimente dolor ante el suplicio de su hijo”73, así como también se puede presumir que 
la muerte de una persona ocasiona a sus hermanos un daño inmaterial. Según ha establecido la Corte, el 
sufrimiento ocasionado a la víctima “se extiende a los miembros más íntimos de la familia, en especial aquellos 
que estuvieron en contacto afectivo estrecho con la víctima”74.  

Caso Tibi vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114.

160. Esta Corte observa que la señora Beatrice Baruet, sus hijas Sarah y Jeanne Camila Vachon, Lisianne Judith Tibi, 
hija de ella y el señor Tibi y Valerian Edouard Tibi, hijo del señor Tibi, vieron afectada su integridad personal 
como consecuencia de la detención ilegal y arbitraria, la falta del debido proceso y la tortura a que fue sometida 
la presunta víctima.  Las afectaciones de éstos consistieron, entre otros, en la angustia que les produjo no 
conocer el paradero de la presunta víctima inmediatamente después de su detención; y en los sentimientos de 
impotencia e inseguridad por la negligencia de las autoridades estatales para hacer cesar la detención ilegal y 
arbitraria del señor Tibi; y el temor que sentían por la vida de la presunta víctima. 

161. En el caso sub judice está demostrado que numerosas circunstancias afectaron a los miembros del núcleo familiar 
del señor Daniel Tibi, tales como: los constantes viajes realizados por la señora Baruet, en algunos casos con 
sus hijas, a más de seiscientos kilómetros de distancia desde la ciudad de Quito, donde tenían su residencia; el 
regreso de la menor Sarah Vachon a Francia, país en el que permaneció durante más de dos años lejos de su 
familia; las visitas a la Penitenciaría del Litoral de la menor Jeanne Camila Vachon, quien después de presenciar 
un motín en la cárcel se negó a visitar a su padrastro nuevamente; la ausencia de una figura paternal sufrida por 
la menor Lisianne Judith Tibi durante sus dos primeros años de vida; y la falta de contacto del señor Tibi con 
su hijo Valerian Edouard Tibi.  Algunas de estas circunstancias perduraron, incluso después de la liberación del 
señor Tibi y su regreso a Francia, por lo que esta Corte considera que la detención ilegal y arbitraria del señor 
Tibi contribuyó a la ruptura del núcleo familiar y a la frustración de los planes personales y familiares. 

Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. Sentencia de 8 de septiembre de 200575.

205. En lo que se refiere a los familiares de las niñas Dilcia Yean y Violeta Bosico, la Corte, con base en la Convención 
Americana y a la luz del referido principio iura novit curia, considera que a las señoras Leonidas Oliven Yean 
y Tiramen Bosico Cofi, madres de las niñas, y a la señora Teresa Tucent Mena, hermana de la niña Violeta, 
les causó incertidumbre e inseguridad la situación de vulnerabilidad que el Estado impuso a las niñas Yean y 
Bosico, por el temor fundado de que fueran expulsadas de la República Dominicana, de la cual eran nacionales, 
en razón de la falta de las actas de nacimiento, y a las diversas dificultades que enfrentaron para obtenerlas.

206. De lo expuesto anteriormente, la Corte considera que el Estado violó el derecho a la integridad personal 
consagrado en el artículo 5 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 del mismo instrumento, en 
perjuicio de las señoras Leonidas Oliven Yean, Tiramen Bosico Cofi y Teresa Tucent Mena.

Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. 

230. El Tribunal ha tenido por probado que los familiares del señor Wilson García Asto han padecido grandes 
sufrimientos y constantes preocupaciones como consecuencia de las condiciones carcelarias degradantes e 
inhumanas en las que se encontraba la presunta víctima, el aislamiento al que estaba sometido, la lejanía y las 
dificultades de acceso a los diferentes penales en que se encontraba, los cuales constituyeron una vulneración 
de la integridad psíquica y moral de éstos. […]. 

Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006.

154. Esta Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que los familiares de las víctimas de violaciones de los 
derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas.  En esta línea, este Tribunal ha considerado violado el derecho 

73 Corte IDH. Caso Aloeboetoe y otros Vs. Surinam. Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de septiembre de 1993. Serie C No. 15, párr. 76; y cfr.  
Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101, párr. 264; 
Corte IDH. Caso Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92,  párr. 88; y Corte IDH. Caso 
Castillo Páez Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43, párr. 88.  

74 Cfr. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala, párr. 169; Caso Myrna Mack Chang, Vs. Guatemala, párr. 243; y Corte IDH. Caso Bulacio Vs. Argentina. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de Septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 78.

75 Los hechos del presente se iniciaron el 5 de marzo de 1997, cuando comparecieron ante la Oficialía Civil de Sabana Grande de Boyá la madre de Violeta 
Bosico, de 10 años de edad, y la prima de la madre de Dilcia Yean, de 12 años de edad, con la finalidad de solicitar el registro tardío de sus nacimientos. 
Las niñas habían nacido en República Dominicana y su ascendencia era haitiana. A pesar de contar con los documentos requeridos, se denegó el registro 
de las niñas. A pesar de haber presentado una demanda a favor de las niñas, ésta fue denegada.
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a la integridad psíquica y moral de los familiares de las víctimas con motivo del sufrimiento propio que éstos 
han padecido como producto de las circunstancias particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres 
queridos y a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos. 
En el mismo sentido: Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006, párr. 156; Caso Penal 
Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2006, párr. 335; Caso de la Masacre de 
la Rochela vs. Colombia. Sentencia de 11 de mayo de 2007, párr. 137; Caso Fernández Ortega y otros vs. 
México. Sentencia de 30 de agosto de 2010, párr. 143; Caso Rosendo Cantú y Otras vs. México. Sentencia de 
31 de agosto de 2010, párr. 143; Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Sentencia de 24 de noviembre de 2011, 
párr. 301.

155. En el presente caso, la Corte tuvo por probado que los paramilitares que incursionaron en Pueblo Bello 
saquearon algunas viviendas, maltrataron a sus ocupantes y sacaron de sus casas a un número indeterminado de 
hombres, a quienes llevaron a la plaza del pueblo. Asimismo, algunos miembros del grupo armado ingresaron a 
la iglesia ubicada frente a dicha plaza, donde ordenaron a las mujeres y niños que permanecieran en el interior 
y a los hombres que salieran y se dirigieran a la plaza.  Varios de ellos presenciaron cómo los paramilitares se 
llevaban a sus familiares y fueron testigos de cómo sus familiares fueron amarrados, amordazados y obligados a 
abordar los dos camiones utilizados para el transporte de los paramilitares […]. Estos hechos constituyen actos 
contrarios a la integridad personal de los familiares de las personas desaparecidas y privadas de la vida.

156. En los días siguientes de sucedidos los hechos, los familiares se dedicaron a buscar a sus seres queridos y a 
denunciar lo acontecido.  Acudieron no sólo a los retenes y bases militares, sino también se dirigieron a las 
autoridades municipales de Turbo, ciudad donde permanecieron en condiciones muy precarias por varios días 
en espera de alguna respuesta.  Al no obtenerla, regresaron a Pueblo Bello.

157. Más de tres meses después de sucedidos los hechos del caso, varios de los familiares de las presuntas víctimas 
acudieron al Hospital de Montería para realizar un reconocimiento de cadáveres.  Sin embargo, no contaron 
con apoyo por parte de las autoridades y, en su gran mayoría, no pudieron reconocer a sus familiares pues 
únicamente seis de las personas desaparecidas fueron identificadas […]. Las condiciones en que se encontraban 
los cuerpos, descompuestos y en bolsas de plástico colocadas en el suelo, así como el hecho de haber observado 
el estado y heridas de los cadáveres, ha ocasionado en los familiares de las personas desaparecidas y privadas 
de la vida un gran sufrimiento y dolor al suponer que sus seres queridos hubieran corrido la misma suerte que 
aquéllos. 

158. En el presente caso, no se ha llevado a cabo una investigación completa y efectiva sobre los hechos de enero 
de 1990.  Además, surge del expediente que son pocos los familiares que fueron llamados a declarar por parte 
de las autoridades y que, además, su participación en los procedimientos internos ha sido muy limitada […]. 
Ya en otras oportunidades el Tribunal ha considerado que la ausencia de recursos efectivos es una fuente de 
sufrimiento y angustia adicionales para las víctimas y sus familiares. 

160. Como se observa, los familiares de las personas presuntamente desaparecidas y privadas de la vida han sufrido 
graves daños como consecuencia de los hechos de enero de 1990, de la desaparición y/o privación de la vida de 
las mismas, por la falta de eficacia en la búsqueda de los cuerpos de los desaparecidos y, en algunos casos, por 
el miedo de vivir en Pueblo Bello. Todo lo anterior, además de haber afectado su integridad física, psíquica y 
moral, ha impactado sus relaciones sociales y laborales, ha alterado la dinámica de sus familias […]. 

161. Más allá de lo anterior, el hecho de que aún hoy, dieciséis años después de sucedidos los hechos, 37 de esas 43 
personas continúen desaparecidas, ha ocasionado que los familiares no hayan contado con la posibilidad de 
honrar apropiadamente a sus seres queridos fallecidos. En casos que involucraban la desaparición forzada de 
personas, el Tribunal ha afirmado que la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares 
de la víctima es una consecuencia directa, precisamente, de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento 
por el hecho mismo, que se acrecienta por no haber sido establecida toda la verdad de los hechos y como un 
efecto de la impunidad parcial.  

Caso Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. 

258. Los familiares de las víctimas ejecutadas en La Granja y el Aro sufrieron un fuerte impacto psicológico y han 
padecido un profundo dolor y angustia como consecuencia directa de las ejecuciones de sus familiares, así 
como de las circunstancias propias de las masacres.  Dentro de dichas circunstancias se encuentra el haber 
presenciado las ejecuciones de sus familiares por hombres fuertemente armados, escuchando los gritos de 
auxilio mientras eran objeto de tratos crueles e inhumanos, y el miedo causado por la violencia extrema con que 
fueron ejecutados. El Tribunal considera que todo lo anterior ha causado una afectación al tejido social de los 
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familiares de las personas ejecutadas en La Granja y El Aro.  Además, un aspecto que generó en los pobladores 
un grado mayor de indefensión y angustia fue la acusación que el grupo paramilitar hizo sobre las presuntas 
víctimas y sobre la población en general de ser colaboradores de la guerrilla.

260. Asimismo, la Corte considera especialmente grave que los propios familiares, sin contar con las autoridades 
correspondientes, tuvieron que recoger los cuerpos de sus seres queridos para enterrarlos, sin poder dar a sus 
familiares una sepultura acorde con sus tradiciones, valores o creencias. Además, el grupo paramilitar actuó 
con absoluta libertad sobre la población con la aquiescencia o tolerancia de las autoridades.  

261. En el presente caso, tampoco ha habido una investigación completa y efectiva sobre los hechos, como se 
analizará en la sección correspondiente a los artículos 8 y 25 de la Convención Americana […]. En otros casos, 
tal ausencia de recursos efectivos ha sido considerada por la Corte como fuente de sufrimiento y angustia 
adicionales para las presuntas víctimas y sus familiares.

262. Más allá de lo anterior, en un caso como el de las masacres de Ituango, la Corte considera que no se necesita 
prueba para demostrar las graves afectaciones a la integridad psíquica de los familiares de las víctimas ejecutadas.

264. De conformidad con su jurisprudencia, este Tribunal considera como familiares inmediatos a aquellas 
personas debidamente identificados que sean descendientes o ascendientes directos de la presunta víctima, a 
saber, madres, padres, hijas e hijos, así como hermanas o hermanos, cónyuges o compañeros permanentes, o 
aquellos determinados por la Corte con motivo de las particularidades del caso y la existencia de algún vínculo 
especial entre el familiar y la víctima o los hechos del caso.  En el presente caso, dichas personas han acreditado 
su parentesco mediante algún documento expedido por autoridad competente, como lo son certificados 
de nacimiento, actas de bautismo o certificados de defunción, o mediante otro tipo de pruebas, tales como 
sentencias en procesos internos, declaraciones juradas o peritajes.

Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. 

157. Analizadas las circunstancias del caso, con base en la Convención Americana, y a la luz del principio iura novit 
curia, la Corte considera probado el sufrimiento de la señora Albertina Viana Lopes, madre del señor Damião 
Ximenes Lopes, por el tratamiento dado a éste por el Estado, que culminó con el fallecimiento de su hijo.  Fue 
ella quien dejó a su hijo bajo custodia de la Casa de Reposo Guararapes por encontrarse enfermo, en la espera 
de su recuperación.  Tres días después de la internación, sin embargo, lo encontró en condiciones deplorables 
y no pudo hacer nada por él.  Ella se enteró del fallecimiento de su hijo al llegar a su casa depués de haberlo 
dejado en el hospital.  Todo esto le causó gran dolor y tristeza.  Después de la muerte de su hijo ha padecido 
fuertes depresiones y problemas de salud.  […]

Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. 

336. De la prueba se ha podido establecer que 28 familiares de los internos que estuvieron en el exterior del penal 
entre el 6 y el 9 de mayo de 1992, en espera de información oficial sobre lo que sucedía, fueron insultados, 
golpeados y obligados a alejarse mediante disparos, agua y bombas lacrimógenas […]. Además de recibir 
este trato violento por parte de las autoridades estatales, los mencionados familiares tuvieron que soportar el 
dolor y la angustia de presenciar la magnitud del ataque dirigido a los pabellones del penal en que estaban sus 
familiares, lo cual incluso los llevó a pensar que sus familiares podrían haber muerto […]. Las referidas acciones 
estatales, totalmente injustificadas, generaron daños a la integridad física, psíquica y moral en perjuicio de 
dichos familiares de los internos. […]

337. Asimismo, de la prueba se ha logrado determinar que, una vez que concluyó el ataque, 36 familiares de los 
internos tuvieron que afrontar nuevos malos tratos e importantes omisiones por parte de las autoridades 
estatales cuando buscaron información respecto a lo ocurrido en el penal, quiénes estaban vivos y quiénes 
muertos, a dónde los habían trasladado y el estado de salud de sus parientes […]. Los referidos familiares de 
los internos tuvieron que recorrer hospitales y morgues en busca de sus seres queridos, sin recibir la atención 
debida en esos establecimientos estatales. Los nombres de esos 36 familiares se encuentran incluidos en el 
Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

341. La Corte considera que este tipo de medidas de incomunicación causó una particular afectación en los niños 
por la privación del contacto y relación con sus madres internas, y por ello presume dicho sufrimiento respecto 
de los hijos de las internas que tenían menos de 18 años de edad en la época de la incomunicación […]. Se ha 
probado que se encontraba en tal condición Yovanka Ruth Quispe Quispe, hija de la interna Sabina Virgen 
Quispe Rojas, y Gabriel Said Challco Hurtado, hijo de la interna Eva Challco […]. Debido a que la Corte no 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/qg4JKs



48

INTEGRIDAD PERSONAL

cuenta con la prueba necesaria para determinar la identidad de todos los hijos de las internas que en esa época 
eran menores de 18 años, es preciso que dichas personas se presenten ante las autoridades competentes del 
Estado, dentro de los 8 meses siguientes a la notificación de esta Sentencia y demuestren su filiación y edad que 
determine que estuvieron en el referido supuesto y, por tanto, son víctimas de dicha violación.

Caso Bueno Alves vs. Argentina. Sentencia de 11 de mayo de 2007. 

102. Esta Corte ha afirmado, en otras oportunidades, que los familiares de las víctimas de violaciones de los 
derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas. Entre los extremos a considerar se encuentran la existencia 
de un estrecho vínculo familiar, las circunstancias particulares de la relación con la víctima, la forma en que el 
familiar fue testigo de los eventos violatorios y se involucró en la búsqueda de justicia y la respuesta ofrecida 
por el Estado a las gestiones realizadas.

103. Para apoyar la vinculación afectiva necesaria para considerar a los familiares como víctimas de hechos 
violatorios al artículo 5 de la Convención Americana en este caso, solamente hay evidencia de esa relación entre 
el señor Bueno Alves y su madre, ex esposa e hijos, y no con sus hermanos, nietos, yerno y nuera. Tampoco 
resulta suficiente la prueba aportada para imputar la muerte de la madre y el hermano de la víctima a los hechos 
padecidos por ésta.

104. En vista de lo anterior, el Tribunal considera que únicamente los integrantes del  núcleo familiar más íntimo 
del señor Bueno Alves, esto es, su madre, ex esposa e hijos, son víctimas de la violación del artículo 5.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, por el perjuicio emocional que padecieron 
por las torturas que aquél sufrió a manos de agentes del Estado y la posterior denegación de justicia.

Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 200776.

46. En otras oportunidades, el Tribunal ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica y moral de 
algunos familiares con motivo del sufrimiento que estos han padecido a causa de las actuaciones u omisiones 
de las autoridades estatales. Entre los extremos a considerar en todo caso se encuentran la respuesta ofrecida 
por el Estado a las gestiones realizadas para obtener justicia y a la existencia de un estrecho vínculo familiar.

47. En el presente caso está probada la estrecha vinculación afectiva de Carmen Cornejo de Albán y de Bismarck 
Albán Sánchez con su hija para considerarlos como víctimas de hechos violatorios al artículo 5 de la Convención 
Americana, y en particular, la situación de Carmen Cornejo de Albán, quién se ha dedicado a la búsqueda de 
justicia a propósito de las circunstancias en que ocurrió la muerte de su hija.

50. Por lo expuesto, la Corte considera que la falta de respuesta judicial para esclarecer la muerte de Laura Albán 
afectó la integridad personal de sus padres, Carmen Cornejo de Albán y de Bismarck Albán Sánchez, lo que 
hace responsable al Estado por la violación del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las referidas personas.

Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. 

119. Al respecto, la Corte considera pertinente precisar algunos aspectos de su jurisprudencia en relación con la 
determinación de violaciones a la integridad personal de familiares de víctimas de ciertas violaciones de los 
derechos humanos u otras personas con vínculos estrechos a tales víctimas. En efecto, el Tribunal considera que 
se puede declarar la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de familiares directos de víctimas de 
ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción iuris tantum respecto de madres y padres, 
hijas e hijos, esposos y esposas, compañeros y compañeras permanentes (en adelante “familiares directos”), 
siempre que ello responda a las circunstancias particulares en el caso, conforme ha sucedido, por ejemplo, 
en los casos de algunas masacres, desapariciones forzadas de personas, ejecuciones extrajudiciales. En el caso 
de tales familiares directos, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción.  En los demás supuestos, el 
Tribunal deberá analizar si de la prueba que consta en el expediente se acredita una violación del derecho a la 
integridad personal de la presunta víctima, sea o no familiar de alguna otra víctima en el caso.  Respecto de 
aquellas personas sobre las cuales el Tribunal no presumirá una afectación del derecho a la integridad personal 

76 Los hechos del presente caso se iniciaron el 13 de diciembre de 1987 cuando Laura Susana Albán Cornejo ingresó al Hospital Metropolitano, en Quito, 
Ecuador. Su hospitalización se debió a un cuadro clínico de meningitis bacteriana. El 17 de diciembre de 1987, Laura Albán Cornejo sufrió un fuerte 
dolor por lo que el médico residente le prescribió una inyección de diez miligramos de morfina. Al día siguiente, mientras permanecía bajo tratamiento 
médico, Laura Albán Cornejo falleció. Sus padres iniciaron una acción judicial para determinar la responsabilidad de la muerte de Laura Albán Cornejo. 
Uno de los dos médicos investigados por negligencia fue sobreseído mientras que la situación jurídica del otro médico se encontraba pendiente de 
resolución judicial. 
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por no ser familiares directos, la Corte evaluará, por ejemplo, si existe un vínculo particularmente estrecho 
entre éstos y las víctimas del caso que permita a la Corte declarar la violación del derecho a la integridad 
personal.  El Tribunal también podrá evaluar si las presuntas víctimas se han involucrado en la búsqueda de 
justicia en el caso concreto, o si han padecido un sufrimiento propio como producto de los hechos del caso o a 
causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos. 

132. Al respecto, la Corte observa que, si bien las declaraciones señaladas anteriormente hacen alusión al impacto 
emocional que supuestamente sufrió “la familia” de Carlos Fernando Jaramillo Correa con motivo de los hechos 
del presente caso, tales afirmaciones resultan generales y no hacen referencia específica a la afectación particular 
que los hechos del caso alegadamente causaron en las condiciones de existencia de cada uno de los familiares de 
Carlos Fernando Jaramillo Correa que no fueron incluidos dentro del reconocimiento de responsabilidad del 
Estado.  Por lo tanto, dado que no se ha aportado prueba acerca de las circunstancias particulares de la relación 
con la víctima, del sufrimiento adicional que hubieran padecido como producto de las violaciones perpetradas 
en el presente caso o a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los 
hechos, por ejemplo, el Tribunal considera que no se ha comprobado la violación del derecho a la integridad 
personal en perjuicio de: […]. 

Caso Kawas Fernández vs. Honduras. Sentencia de 3 de abril de 200977. 

128.  En varias oportunidades, la Corte Interamericana ha declarado la violación del derecho a la integridad personal 
de familiares de víctimas de ciertas violaciones de los derechos humanos u otras personas con vínculos estrechos 
con aquellas. Al respecto, en el caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia este Tribunal consideró que se puede 
declarar la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de familiares directos de víctimas de ciertas 
violaciones de derechos humanos aplicando una presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e 
hijos, esposos y esposas, compañeros y compañeras permanentes (en adelante “familiares directos”), siempre 
que ello responda a las circunstancias particulares en el caso. En el caso de tales familiares directos, corresponde 
al Estado desvirtuar dicha presunción. 

129. En los demás supuestos, el Tribunal deberá analizar si de la prueba que consta en el expediente se acredita una 
violación del derecho a la integridad personal de la presunta víctima, sea o no familiar de alguna otra víctima 
en el caso. Respecto de aquellas personas sobre quienes el Tribunal no presumirá una afectación del derecho 
a la integridad personal por no ser familiares directos, la Corte evaluará, por ejemplo, si existe un vínculo 
particularmente estrecho entre éstos y las víctimas del caso que permita a la Corte declarar la violación del 
derecho a la integridad personal. El Tribunal también podrá evaluar si las presuntas víctimas se han involucrado 
en la búsqueda de justicia en el caso concreto, o si han padecido un sufrimiento propio como producto de 
los hechos del caso o a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a  
los hechos. 

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Sentencia de 16 de noviembre de 200978.

415. La Corte ha declarado en otras oportunidades que los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas.

419. Del acervo probatorio se desprende que tras la desaparición de las tres víctimas, los familiares tuvieron que 
emprender diferentes actuaciones para buscar a las desaparecidas ante la inactividad de las autoridades, las 
cuales al mismo tiempo emitían juicios reprochables en contra de las jóvenes, causando con ello sufrimiento a 

77 Los hechos del presente caso se refieren a Blanca Jeannette Kawas Fernández, quien era una destacada defensora ambientalista hondureña que promovió 
la protección de los recursos naturales en Honduras. El 6 de febrero de 1995, Blanca Kawas Fernández se encontraba trabajando con su asistente en su casa, 
en la ciudad de Tela. Dos hombres armados interrumpieron en su habitación y le dispararon en el cuello, lo que le ocasionó la muerte en forma instantánea.  
Se interpusieron recursos judiciales a fin de investigar los hechos y sancionar a los responsables. Sin embargo, el proceso penal iniciado por la muerte de 
Blanca Jeannette Kawas Fernández seguía en etapa preliminar. Asimismo, no se había identificado a los autores de su asesinato ni se había formalizado 
denuncia penal contra persona alguna.

78 Los hechos del presente caso sucedieron en ciudad Juárez, lugar donde se desarrollan diveras formas de delincuencia organizada. Asimismo desde 1993 
existe un aumento de homicidios de mujeres influenciado por una cultura de discriminación contra la mujer. 

 Laura Berenice Ramos, estudiante de 17 años de edad, desapareció el 22 de setiembre de 2001. Claudia Ivette Gonzáles, trabajadora en una empresa 
maquilladora de 20 años de edad, desapareció el 10 de octubre de 2001. Esmeralda Herrera Monreal, empleada doméstica de 15 años de edad desapareció 
el lunes 29 de octubre de 2001. Sus familiares presentaron las denuncias de desaparición. No obstante, no se iniciaron mayores investigaciones.  
Las autoridades se limitaron a elaborar los registros de desaparición, los carteles de búsqueda, la toma de declaraciones y el envío del oficio a la  
Policía Judicial.

 El 6 de noviembre de 2001 se encontraron los cuerpos de Claudia Ivette Gonzáles, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez, 
quienes presentaban signos de violencia sexual. Se concluyó que las tres mujeres estuvieron privadas de su libertad antes de su muerte. A pesar de los 
recursos interpuestos por sus familiares, no se investigó ni se sancionó a los responsables.
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los familiares. Así, los informes periciales indicaron que los juicios emitidos por las autoridades, en el sentido 
de que la culpabilidad de las desapariciones radicaba en la conducta de las jóvenes, “producen confusión y 
angustia en los familiares, especialmente en aquellos en [los] que les consta que la vida de sus hijas no concuerda 
con estas versiones”79. Asimismo, “[l]as madres insisten en el agravio experimentado por la negligencia de las 
autoridades y la inhumanidad con que han sido tratadas, subrayando […] el padecimiento agravado por ese 
maltrato, por desalentar la denuncia que tal vez hubiera permitido encontrarlas con vida y por la falta de 
información durante todo el proceso”80.

420. Por otra parte, los familiares sufrieron en su salud mental y emocional por la falta de diligencia en la determinación 
de la identidad de los restos encontrados y la falta de información sobre las actuaciones realizadas por parte 
de las autoridades. Así, “[l]a no identificación de los cuerpos [por el lapso de varios años] ha impedido a las 
familias vivir los ritos que acompañan la muerte y el entierro de su ser querido, alterando bruscamente su 
proceso de duelo. No han podido sanar las heridas, obligadas a vivir con un dolor permanente que se reaviva 
cada vez que las noticias anuncian el hallazgo de nuevos cadáveres”81.

421. La falta de investigaciones tendientes a hallar la verdad, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables “agrava 
la experiencia de impotencia, desamparo e indefensión de estas familias”82.

424. En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que la violación de la integridad personal de los familiares de 
las víctimas se ha configurado por las circunstancias sufridas durante todo el proceso desde que las jóvenes 
Esmeralda Herrera Monreal, Claudia Ivette González y Laura Berenice Ramos Monárrez desaparecieron, 
así como por el contexto general en el que ocurrieron los hechos. La irregular y deficiente actuación de las 
autoridades del Estado a la hora de buscar el paradero de las víctimas una vez reportada su desaparición, la 
mala diligencia en la determinación de la identidad de los restos, de las circunstancias y causas de las muertes, 
el retraso en la entrega de los cadáveres, la ausencia de información sobre el desarrollo de las investigaciones 
y el trato dado a los familiares durante todo el proceso de búsqueda de verdad ha provocado en ellos un gran 
sufrimiento y angustia. Todo ello, a criterio del Tribunal, configura un trato degradante, contrario al artículo 
5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 […]

Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Sentencia de 26 de mayo de 201083. 

195. En otros casos el Tribunal ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica y moral de familiares de 
víctimas con motivo del sufrimiento adicional que estos han padecido a causa de las posteriores actuaciones u 
omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos. En el presente caso, la Corte toma en cuenta la situación 
atravesada por los familiares como consecuencia de las amenazas que han enfrentado con posterioridad a la 
ejecución del Senador Cepeda, como método para impedir, entre otros posibles motivos, que impulsaran la 
búsqueda de justicia, en particular la investigación y sanción de todos los responsables de los hechos, por lo que 
se configuró una violación al derecho a la integridad personal en perjuicio del señor Iván Cepeda Castro y las 
señoras Claudia Girón y María Estella Cepeda. 

Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 

144. En lo que respecta al señor Prisciliano Sierra, del acervo probatorio se desprende que sufrió diversas afectaciones 
que se manifestaron en sentimientos de miedo, ira y desconfianza relacionados con la búsqueda de justicia y 
la impunidad en que se encuentra el caso. Por otra parte, la Corte no encuentra que sean imputables al Estado 
las afectaciones alegadas por los representantes a la reputación del señor Prisciliano Fernández por la violación 
sexual de su esposa o aquellas relativas a un supuesto incumplimiento de un determinado rol socialmente 
asignado […]. 

79 Cfr. declaración rendida mediante fedatario público por la perito Lira Kornfeld el 21 de abril de 2009 (expediente de fondo, tomo XI, folio 3340).
80 Cfr. declaración de la perito Lira Kornfeld, […], folio 3340.
81 Cfr. Amnistía Internacional, Muertes intolerables, […], folio 2282 En igual sentido CIDH, Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, […], 

folio 1745.
82 Cfr. declaración de la perito Lira Kornfeld, […], folio 333º9.
83 Los hechos del caso se refieren a la ejecución extrajudicial del entonces Senador Manuel Cepeda Vargas, el 9 de agosto de 1994 en la ciudad de Bogotá. 

El Senador era comunicador social y líder del Partido Comunista Colombiano y del Partido Unión Patriótica. Su ejecución se enmarca dentro de un 
patrón sistemático de violencia contra miembros de ambos partidos, y que fue realizada mediante la coordinación operativa entre miembros del Ejército 
y grupos paramilitares. Posteriormente, se alega por parte de la Comisión IDH falta de la debida diligencia en la investigación y sanción de todos los 
responsables, obstrucción a la justicia y la falta de reparación adecuada a favor de los familiares.
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145. En cuanto a los hijos de la señora Fernández Ortega, el Tribunal considera que una de las principales 
afectaciones que sufrieron se relaciona con su presencia ante una situación de violencia extrema, hasta el 
momento inmediatamente previo a la violación sexual de su madre […], hecho que previsiblemente generó 
una profunda alteración psicológica, intenso temor e incertidumbre. La perita Correa González indicó que 
el impacto psicológico más evidente “tiene que ver con las huellas de las imágenes de horror con las que han 
tenido que vivir durante tanto tiempo, además [d]el hecho de haber experimentado la muerte por la posibilidad 
de que su madre hubiera muerto y de la violencia [de la] que fue objeto les ha ido generando una sensación de 
temor y de desconfianza ante la vida”84. Al respecto, la Corte observa que dos de los hijos presentes al momento 
previo a la violación sexual, Nélida Prisiciliano Fernández y Colosio Prisciliano Fernández tenían tres y cuatro 
años, constando al Tribunal que solamente este último tiene algunos recuerdos de los hechos. Por su parte, 
las dos hijas mayores tienen recuerdos claros de lo ocurrido e incluso la mayor, Noemí Prisciliano Fernández, 
ha declarado sobre los hechos que presenció y el impacto que ello le generó. Debido a las diferentes vivencias 
e intensidad en el recuerdo, la Corte entiende que la afectación producida por haber presenciado los hechos 
previos a la violación sexual no es igual para los cuatro hijos. 

146. Por otra parte, la afectación de los hijos también está relacionada con la búsqueda de justicia que emprendieron 
sus padres, así como con las consecuencias que esa búsqueda, conjuntamente con los efectos de la propia 
violación sexual, generaron en las relaciones intrafamiliares. El Tribunal ha constatado que la señora Fernández 
Ortega y su esposo se vieron obligados a desplazarse de su comunidad en aquellas ocasiones que debieron 
realizar diligencias relacionadas con la búsqueda de justicia en el caso. Consecuentemente tuvieron que dejar a 
sus hijos solos en la casa, lo cual generaba en los niños un profundo miedo, especialmente por la presencia de 
militares en la zona. De tal modo, los hechos del caso y la búsqueda de justicia generaron cambios significativos 
y perjudiciales en la vida familiar que afectaron de manera especial a los hijos, quienes han experimentado un 
profundo sufrimiento durante todos estos años. 

149. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la violación sexual de la señora Fernández 
Ortega, así como los hechos relacionados con la búsqueda de justicia y la impunidad del presente caso, 
implicaron una violación al derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 de la Convención 
Americana, en perjuicio del señor Prisciliano Sierra y de Noemí, Ana Luz, Colosio, Nélida y Neftalí, todos ellos 
de apellidos Prisciliano Fernández, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

151. En cuanto a la madre y hermanos de la señora Fernández Ortega, la Corte considera pertinente recordar que 
si bien ha determinado en su jurisprudencia que se puede declarar la violación del derecho a la integridad 
psíquica y moral de familiares directos de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una 
presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, compañeros y compañeras 
permanentes, esto se ha limitado a determinado tipo de casos, siempre que ello responda a sus circunstancias 
particulares, conforme ha sucedido, por ejemplo, en los casos de masacres, desapariciones forzadas de personas, 
y ejecuciones extrajudiciales. No se presume, por tanto, la violación a la integridad personal de familiares en 
todo tipo de casos, ni respecto de todos los familiares. En el presente caso, la Corte analizará si de la prueba 
que consta en el expediente se acredita una violación del derecho a la integridad personal de la madre y los 
hermanos de la señora Fernández Ortega.  

Caso Rosendo Cantú y Otras vs. México. Sentencia de 31 de agosto de 2010.

138. La Corte considera, en el caso de la niña Yenys Bernardino Rosendo, quien tenía pocos meses de edad al 
momento de ocurridos los hechos, que una de las afectaciones que sufrió fueron los destierros que ha debido 
enfrentar con su madre a raíz de los hechos, el alejamiento de su comunidad y de su cultura indígena, y el 
desmembramiento de la familia. La perita Correa González indicó que “la niña ha sufrido en [ocho] años, 
al menos un cambio drástico del campo a la ciudad, y tres cambios de ciudad, lo [cual] se traduce en cambio 
de escuelas, barrios, amigos, cotidianeidad […] afectando la construcción de su identidad”85. Estos traslados 
generaron que su crianza se desarrolle lejos de su familia materna, a la que se encuentra fuertemente vinculada, 
al punto que ha indicado que “no quiere estar en la ciudad, sino irse con sus [abuelos] a Caxitepec”86. Asimismo, 
la psicóloga González Marín señaló que la niña Yenys Bernardino Sierra “fue creciendo en medio de un 

84 Peritaje psicosocial realizado por la señora Correa González, […], folio 1618. La Corte hace notar que el peritaje de la señora Correa indica que  
a los “niños pequeños no se les realizaron entrevistas para no causar daño [,] debido a que podrían revivir sus recuerdos sin posibilidad de contención 
ante la situación”. 

85 Declaración rendida ante fedatario público por la perita Correa González, […], folio 1261. Cfr. Declaración jurada rendida por la psicóloga Alejandra 
González Marín el 22 de octubre de 2009 (expediente anexos al escrito de solicitudes y argumentos, tomo I, folio 5482).

86 Declaración jurada rendida por la psicóloga González Marín, […], folio 5482. Cfr. Declaración rendida ante fedatario público por la perita Correa 
González, […], folios 1261 y 1262.
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escenario violento, lo que ha originado en ella sentimientos de inseguridad y desprotección”. Por otro lado, los 
cambios de residencia le “han generado confusión [y] constantemente cuestiona a su madre el hecho de estar 
lejos de la comunidad”. Adicionalmente, los traslados tuvieron como consecuencia también que su educación 
fuera de la comunidad se desarrolle en escuelas en que sólo se habla español. Por último, las circunstancias 
en las que se está desarrollando su infancia, según la perito Correa González, pueden a futuro acarrear  
secuelas emocionales. 

139. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte concluye que la violación sexual sufrida por la señora 
Rosendo Cantú, las consecuencias de la misma, y la impunidad en que se mantiene el caso, provocaron una 
afectación emocional a Yenys Bernardino Rosendo, en contravención del derecho reconocido en el artículo 5.1 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento. 

Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Sentencia de 24 de noviembre de 2011.

302. Al respecto, este Tribunal ha estimado que se puede presumir un daño a la integridad psíquica y moral de los 
familiares directos de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción juris 
tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, compañeros y compañeras permanentes, 
siempre que corresponda a las circunstancias particulares del caso. En el caso de tales familiares, corresponde al 
Estado desvirtuar dicha presunción. Respecto de los demás familiares, sobre quienes el Tribunal no presumirá 
un daño a la integridad personal, la Corte evaluará, por ejemplo, si existe un vínculo particularmente estrecho 
entre aquellos y las víctimas del caso que les permita establecer una afectación a su integridad personal y, por 
ende, una violación del artículo 5 de la Convención. El Tribunal también podrá evaluar si las presuntas víctimas 
se han involucrado en la búsqueda de justicia en el caso concreto, o si han padecido un sufrimiento propio 
producto de los hechos del caso o a causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales 
frente a los hechos.

303. De esta manera, tomando en consideración las circunstancias del presente caso, el Tribunal presume la violación 
al derecho a la integridad personal de los familiares directos de Benito Antonio Barrios, Narciso Barrios y 
Rigoberto Barrios respecto de quienes se ha determinado la responsabilidad de agentes estatales […], así como 
de los familiares directos de Luis Alberto Barrios, Oscar José Barrios, Wilmer José Flores Barrios y Juan José 
Barrios, en cuyas muertes se ha determinado la responsabilidad del Estado por el incumplimiento de su deber 
de garantía y prevención […] 

305. En cuanto a los hermanos y otros familiares de las víctimas indicados por la Comisión en su Informe de Fondo, 
la Corte recuerda que, conforme a su jurisprudencia, respecto de ellos así como de los demás miembros de 
la familia Barrios, no puede presumirse una afectación a su integridad en los términos del artículo 5.1 de la 
Convención Americana. Por lo tanto, se deberá analizar si en la prueba aportada por las partes se acredita 
alguna afectación a la integridad personal de aquellos. 

306. Al respecto, con base en las declaraciones testimoniales, así como las partes pertinentes del dictamen psicológico 
y otros documentos que constan en el expediente, el Tribunal encuentra demostrado que respecto a algunos de 
los familiares no directos de las víctimas se han dado alguna o varias de las siguientes circunstancias: a) entre 
ellos y las víctimas ejecutadas mediaba un estrecho vínculo familiar; b) se han involucrado en la interposición 
de acciones o denuncias a nivel interno para la búsqueda de justicia; c) la muerte de sus familiares les ha 
ocasionado secuelas a nivel personal, físicas y emocionales; d) los hechos han afectado sus relaciones familiares, 
además de haber causado una fragmentación en la dinámica familiar, y han provocado que algunos de ellos 
hayan tenido que asumir nuevos roles dentro de la misma; e) las afectaciones que han experimentado se han 
visto agravadas por las omisiones estatales frente a la falta de investigación sobre lo sucedido y de información 
sobre la razón por la cual sus familiares fueron ejecutados, así como por el permanente deseo de obtener 
justicia, y f) debido a lo sucedido con sus hermanos y sobrinos han tenido que verse obligados a desplazarse a 
otras localidades.

307. En el presente caso, ha quedado demostrado que mediaba un vínculo familiar estrecho entre los hermanos 
de […]. Ellos eran unidos, mantenían una buena relación, compartían actividades y se reunían para las 
festividades87. Del mismo modo, mediaba un estrecho vínculo entre Víctor Daniel Cabrera Barrios y su primo 
Oscar José Barrios88. 

87 Cfr.  Declaración rendida por Eloisa Barrios en la audiencia pública, […]; declaración rendida ante fedatario público por Luisa del Carmen Barrios, […], 
folio 903; declaración rendida ante fedatario público por Pablo Julián Solórzano Barrios, […], folio 920 y declaración rendida ante fedatario público por 
Elbira Barrios, […], folio 889.

88 Cfr.  Declaración rendida ante fedatario público por Víctor Daniel Cabrera Barrios, […], folio 924.
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308. Asimismo, algunos de los familiares se han involucrado, en mayor o menor grado, en la interposición de 
acciones o denuncias a nivel interno para la búsqueda de justicia, como es el caso de Eloisa Barrios. 

311. Por otro lado, la Corte considera que la afectación al derecho a la integridad de los familiares de las víctimas, 
en algunos casos, se manifiesta en haberse sentido obligados a desplazarse a otras localidades por temor […] , 
dejando el pueblo de Guanayén, en el cual vivía prácticamente toda la familia antes de que ocurriera la primera 
muerte, ocasionando la desintegración y ruptura de la convivencia de determinados integrantes de la familia 
Barrios. La perita Valdez Labadi afirmó que “la obligada huida de la mayoría del poblado donde habían echado 
raíces y deseaban permanecer, separarse les ha resultado muy doloroso pues vivir a distancia cada quien siente 
mayor desamparo”89. 

Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de agosto de 201290. 

249. La Corte ha afirmado, en otras oportunidades, que los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas. El Tribunal ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica 
y moral de algunos familiares con motivo del sufrimiento que estos han padecido a causa de las actuaciones 
u omisiones de las autoridades estatales, tomando en cuenta, entre otros, las gestiones realizadas para obtener 
justicia y la existencia de un estrecho vínculo familiar. También se ha declarado la violación de este derecho por 
el sufrimiento generado a partir de los hechos perpetrados en contra de sus seres queridos. 

250. Para la Corte es claro que la contribución por parte del Estado al crear o agravar la situación de vulnerabilidad 
de una persona, tiene un impacto significativo en la integridad de las personas que le rodean, en especial de 
familiares cercanos que se ven enfrentados a la incertidumbre e inseguridad generada por la vulneración de su 
familia nuclear o cercana. Así por ejemplo, en el caso Yean y Bosico, la Corte concluyó que se había vulnerado 
el artículo 5 de la Convención en perjuicio de las madres y hermanos de las niñas, por cuanto “les causó 
incertidumbre e inseguridad la situación de vulnerabilidad que el Estado impuso a las niñas Yean y Bosico, por 
el temor fundado de que fueran expulsadas de la República Dominicana, de la cual eran nacionales, en razón 
de la falta de las actas de nacimiento, y a las diversas dificultades que enfrentaron para obtenerlas”91. Asimismo, 
en el caso Albán Cornejo, relacionado con un caso de mala praxis médica, el Tribunal estableció que la falta de 
respuesta judicial para esclarecer la muerte de Laura Albán afectó la integridad personal de sus padres. 

254. Como se observa, la familia Furlan no fue orientada y acompañada debidamente para ofrecer un mejor apoyo 
familiar para la rehabilitación de Sebastián Furlan. Al respecto, este Tribunal considera pertinente destacar que 
“la mejor forma de cuidar y atender a los niños con discapacidad es dentro de su propio entorno familiar, siempre 

89 Cfr. Dictamen pericial de la señora Susana Migdalia Valdez Labadi, […] 393, folio 971.
90 Los hechos del presente caso se refieren a Sebastián Furlan, de 14 de años de edad, que el 21 de diciembre de 1988 ingresó a un predio cercano a su 

domicilio, propiedad del Ejército Argentino, con fines de esparcimiento. El inmueble no contaba con ningún alambrado o cerco perimetral que impidiera 
la entrada al mismo, hasta el punto que era utilizado por niños para diversos juegos, esparcimiento y práctica de deportes. Una vez en el predio, Sebastián 
Furlan intentó colgarse de un parante transversal perteneciente a una de las instalaciones, lo que llevó a que la pieza de aproximadamente 45 o 50 
kilogramos de peso cayera sobre él, golpeándole con fuerza la cabeza y ocasionándole pérdida instantánea del conocimiento. Fue internado en el servicio 
de Terapia Intensiva del Hospital Nacional Posadas, con el diagnóstico de traumatismo encéfalocraneano con pérdida de conocimiento en estado de 
coma grado II-III, con fractura del hueso parietal derecho. 

 A raíz del accidente sufrido, su padre, Danilo Furlan, asistido por una abogada, interpuso una demanda el 18 de diciembre de 1990 en el fuero civil 
contra el Estado de Argentina, con el fin de reclamar una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la incapacidad resultante del accidente 
de su hijo. Mediante sentencia de primera instancia, emitida el 7 de septiembre de 2000, el juzgado dio lugar a la demanda y estableció que el daño 
ocasionado a Sebastián Furlan fue consecuencia de la negligencia por parte del Estado, como titular y responsable del predio. En consecuencia, condenó 
al Estado Nacional-Estado Mayor General del Ejército a pagar a Sebastián Furlan la cantidad de 130.000 pesos argentinos más intereses en proporción 
y con ajuste a las pautas suministradas en la sentencia. Tanto la demandada como la parte actora interpusieron, respectivamente, recurso de apelación. 
La sentencia de segunda instancia, emitida el 23 de noviembre de 2000, confirmó la sentencia. El resarcimiento reconocido a favor de Sebastián Furlan 
quedó comprendido dentro de la Ley 23.982 de 1991, la cual estructuró la consolidación de las obligaciones vencidas de causa o título anterior al 1 de 
abril de 1991 que consistiesen en el pago de sumas de dinero. Dicha Ley estipuló dos formas de cobro de indemnización: i) el pago diferido en efectivo, o 
ii) la suscripción de bonos de consolidación emitidos a dieciséis años de plazo. Teniendo en cuenta las precarias condiciones en las que se encontraba y 
la necesidad de una rápida obtención del dinero, Danilo Furlan optó por la suscripción de bonos de consolidación en moneda nacional. El 12 de marzo 
de 2003, el Estado entregó 165.803 bonos al beneficiario. Ese mismo día Danilo Furlan vendió dichos bonos. Tomando en cuenta que Sebastián Furlan 
tuvo que pagar honorarios a su apoderado y que, de conformidad con los términos de la sentencia de segunda instancia, tuvo que pagar una parte de las 
costas procesales, Sebastián Furlan recibió en definitiva 116.063 bonos, equivalentes a 38.300 pesos argentinos aproximadamente, de los 130.000 pesos 
argentinos ordenados por la sentencia.  

 Sebastián Furlan recibió tratamientos médicos inmediatamente después de ocurrido el accidente en 1988, luego de intentar suicidarse en dos ocasiones, 
y en el marco de un proceso penal que fue llevado en su contra por golpear a su abuela. Asimismo, algunos dictámenes médicos realizados en el proceso 
civil resaltaron la necesidad de contar con asistencia médica especializada. Uno de los peritos en dicho proceso diagnosticó que Sebastián Furlan tenía 
un 70% de discapacidad. El 26 de agosto de 2009, luego de diversos intentos por acceder a una pensión, Sebastián Furlan solicitó nuevamente que se le 
concediera una pensión no contributiva por invalidez.

91 Corte IDH. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C No. 130, párrs. 205 y 206.
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y cuando la familia tenga medios suficientes en todos los sentidos”92, lo cual implica que las familias deben 
contar con un apoyo integral para poder asumir dicha responsabilidad de manera adecuada. Este tipo de apoyo 
debe incluir “la educación de los padres y los hermanos, no solamente en lo que respecta a la discapacidad y sus 
causas, sino también las necesidades físicas y mentales únicas de cada niño [y] el apoyo psicológico receptivo 
a la presión y a las dificultades que significan para las familias los niños con discapacidad”93. Por su parte, el 
artículo 28 de la Convención de Naciones Unidas sobre Discapacidad reconoce el derecho de las personas 
con discapacidad y sus familias que viven en situaciones de pobreza a la necesidad y a que el Estado les preste 
atención para sufragar gastos relacionados con la discapacidad, incluido la capacitación, el asesoramiento, la 
asistencia financiera y los servicios de cuidados temporales.

255. En el presente caso, la familia Furlan Fernández no contó con este tipo de apoyos, lo cual desencadenó una serie 
efectos negativos en el normal desarrollo y funcionamiento familiar […]. De otra parte, el Tribunal constata 
que los pocos intentos estatales dirigidos a impulsar una terapia individual o grupal tuvieron un alcance 
limitado para un adecuado manejo de la situación de discapacidad mental de Sebastián Furlan. La omisión del 
Estado relacionada con el no acompañamiento de esta familia derivó en la interrupción de los programas de 
rehabilitación y su falta de implementación durante una etapa crucial para poder lograr efectividad. Asimismo, 
el Tribunal resalta que la prueba pericial evidenció la necesidad de una intervención más directa en apoyo de 
Sebastián Furlan y su grupo familiar y respecto a los trastornos del lenguaje y las dificultades conductuales  
que padecía.

256. Por tanto, la Corte encuentra probado que el accidente sufrido por Sebastián Furlan, así como el transcurso 
del proceso civil, tuvieron un impacto en el núcleo familiar conformado por Danilo Furlan, Susana Fernández, 
Claudio Furlan y Sabina Furlan. Dicho impacto generó un estado de angustia y desesperación permanente en 
la familia, lo cual terminó quebrantando los lazos familiares y generando otro tipo de consecuencias. Además, 
la familia Furlan Fernández no contó con asistencia para desarrollar un mejor apoyo a Sebastián Furlan, lo cual 
desencadenó una serie efectos negativos en el normal desarrollo y funcionamiento familiar.

257. De manera particular y respecto al señor Danilo Furlan, la Corte resalta que se halla probado, en primer lugar, 
el sufrimiento del señor Danilo Furlan debido a que fue éste el principal encargado de los cuidados del menor 
de edad y posteriormente adulto con discapacidad, y a que durante algunos momentos no recibió de manera 
completa y oportuna la asistencia del Estado […]. En particular, el señor Danilo Furlan tuvo un rol activo en las 
pocas medidas de rehabilitación que se dieron a Sebastián Furlan. Informes médicos también concluyeron que 
la situación que estaban afrontando le implicó un gran sufrimiento al padre, quien a partir del momento del 
accidente “se [hizo] cargo totalmente de su hijo, tanto en la rehabilitación física como del control general de sus 
conductas”94. El señor Danilo Furlan expresó que “fabricó incluso aparatos para hacer” la rehabilitación y que 
en “esos momentos sentía que todo dependía de [él]” y que “nadie [lo] orientó en medio de su desesperación”95.  

261. Teniendo en cuenta lo anteriormente descrito, es evidente que la demora injustificada en el proceso, así como 
las demás búsquedas llevadas a cabo por el señor Danilo Furlan con el fin de obtener otros tipos de ayuda para 
su hijo, ocasionaron un sufrimiento grave en él. No sólo asumió casi por completo los cuidados personales de 
su hijo, sino además impulsó un proceso judicial interno. El señor Danilo Furlan abandonó su trabajo, dedicó 
su vida y se consagró exclusivamente a buscar ayuda, en todos los sitios que pudo, para su hijo Sebastián Furlan. 
Por tanto, esta Corte considera que se encuentra probada tanto la vulneración a la integridad psíquica y moral 
del señor Danilo Furlan, así como el impacto producido en él por la falta de acceso a la justicia derivado del 
proceso judicial y la ejecución del mismo.

262. Respecto a la señora Susana Fernández, el Tribunal encuentra probado su sufrimiento y afectación, por 
cuanto no sólo tuvo que abandonar el papel que ocupaba dentro del núcleo familiar […], sino que algunos 
problemas derivados de las dificultades en la rehabilitación de Sebastián Furlan impactaron negativamente en 
su relación de pareja. La señora Fernández se separó sentimentalmente de su esposo96, viéndose envuelta en 

92 Comité de los Derechos del Niño, Observación general, No. 9, párr. 41
93 Comité de los Derechos del Niño, Observación general, No. 9, párr. 41
94 Cfr.  Informe de la psicóloga Marta S. Rumie de junio de 1991, folios 397 y 398. 
95 Asimismo, el señor Furlan indicó que “[f]ui aprendiendo como ayudar con los ejercicios que  le hacían en el hospital, así que empecé a hacerlo en mi 

domicilio y durante todo el día y todos los días (respetando y  haciendo respetar sus horas de sueño) y también llevándolo a la costa, a playas solitarias. 
Durante todo el día estaba ejercitándose o durmiendo. Allí empezó a caminar, a tener equilibrio. Todo el tratamiento físico para su recuperación lo hice 
yo, fabriqué inclusive aparatos para hacerlo. Si yo hubiese seguido las indicaciones del Hospital la actividad de Sebastián habría sido 50 veces menos de 
la que fue porque para ellos debía asistir sólo 1 hora, 2 veces por semana”. Cfr. Declaración rendida por Danilo Furlan ante fedatario público (expediente 
de fondo, folio 684).

96 Sebastián Furlan afirmó durante esta entrevista que: “mi familia está destruida […]. [E]n realidad no tengo familia. [M]is padres están separados”. Cfr. 
Informe pericial del Doctor Luis Garzoni, folios 424 a 432.
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un posterior divorcio97. De igual forma, el quiebre de la realidad familiar afectó de manera negativa su rol en la 
familia en la cual compartía la jefatura parental, debido a que la misma pasó a ser un grupo familiar donde su 
participación se redujo sustancialmente98. Asimismo, fue la señora Fernández quien debió ocuparse de proveer 
económicamente en el hogar, ya que se esposo abandonó su trabajo […].

263. Por su parte, el señor Claudio Furlan también ha padecido por las consecuencias generadas por los hechos del 
presente caso. En particular, obra prueba en el expediente en la cual se concluye que él “también se enc[ontraba] 
atravesado por las circunstancias del pasado y la configuración que la familia fue asignando a cada uno de sus 
miembros”99. El Tribunal observa que el impacto de los hechos ocurridos en diciembre de 1988 resulta de tal 
magnitud para el señor Claudio Furlan toda vez que “[podía] significativamente precisar la fecha” en la cual su 
familia se desintegró y él se quedó con su padre: “fue el veintiuno de diciembre [de 1988] a las catorce horas 
[cuando él] tenía nueve años”100. Asimismo, señaló durante la audiencia pública “rec[ordar] hasta el color de 
zapatillas de Sebastián” al momento del accidente, ya que “son cosas que uno no se puede olvidar nunca por más 
joven que sea”. El señor Claudio Furlan ha padecido psicológicamente por esta situación al punto al que revive 
constantemente la separación de su familia, recuerda detalles específicos del accidente sufrido por su hermano 
y de la separación de sus padres101. Como consecuencia de las perturbaciones sufridas, el señor Claudio Furlan 
construyó un proyecto de vida alrededor de su hermano con discapacidad y del padre a su cargo, de manera 
tal que, por ejemplo, en su momento, se cambió al horario nocturno en la escuela para poder acompañar a su 
hermano y actualmente vive muy cerca de la casa de Sebastián Furlan para estar a su disposición en caso de  
una emergencia. 

264. Finalmente, la señora Sabina Furlan, hermana de Sebastián Furlan, también fue afectada por las circunstancias 
del presente caso, lo cual se encuentra acreditado a través de los informes socioeconómicos que describen la 
ruptura de los lazos familiares y el hecho de que ella tuviera que vivir sola con su madre, alejada de aquellos que 
una vez fueran sus seres más queridos, sus dos hermanos y su padre102. Igualmente, la Corte estima probado 
dentro del presente caso la desatención sufrida por la señora Sabina Furlan durante su infancia debido a los 
cuidados especiales que requería su hermano mayor103. Asimismo, estos hechos han tenido secuelas que se 
mantienen actualmente, así, por ejemplo, el señor Danilo Furlan manifestó que “[a]l día de hoy [Sabina no le] 
habla [a su padre] por las circunstancias terribles que le tocó vivir en el momento más crítico de Sebastián”104.

265. Por todo lo anterior, la Corte considera probada la desintegración del núcleo familiar, así como el sufrimiento 
padecido por todos sus integrantes como consecuencia de la demora en el proceso civil, la forma de ejecución 
de la sentencia y los demás problemas que tuvo Sebastián Furlan para el acceso a una rehabilitación adecuada. 
De lo expuesto anteriormente, la Corte considera que el Estado argentino ha incurrido en la violación del 
derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5 y el derecho al acceso a la justicia establecido en 
los artículos 8.1 y 25, en relación con el artículo 1.1, todos de la Convención Americana, en perjuicio de Danilo 
Furlan, Susana Fernández, Claudio Erwin Furlan y Sabina Eva Furlan.

97 Cfr. Decisión emitida por el Juzgado de Primera Instancia No. 10 en lo Civil y Comercial de 31 de mayo de 1999 (expediente de anexos al escrito de 
solicitudes y argumentos, tomo V, folio 2259).

98 Cfr. Informe socioambiental elaborado por la Licenciada Marta Celia Fernández, folio 2502. 
99 Cfr. Informe socioambiental elaborado por la Licenciada Marta Celia Fernández, folio 2510. 
100 Cfr. Informe socioambiental elaborado por la Licenciada Marta Celia Fernández, folio 2509. 
101 Cfr. Informe socioambiental elaborado por la Licenciada Marta Celia Fernández, folio 2509. 
102 Cfr. Informe socioambiental elaborado por la Licenciada Marta Celia Fernández, folio 2500.
103 “La situación de Sebastián y [su] total dedicación a él, por falta de algún tipo de ayuda o de los medios necesarios para su atención profesional y 

especializada, [le] hi[cieron] olvidar que tenía una esposa, y cuando [se] dio cuenta ya hacía rato que no estaba más. También que tenía a [sus] otros dos 
hijos, Sabina y Claudio. No dejan pasar oportunidad para recriminarme por la falta de atención a ellos cuando Sebastián demandaba muchísimo más de 
lo que yo podía darle”. Declaración rendida por Danilo Furlan ante fedatario público (expediente de fondo, folio 691).

104 Declaración rendida por Danilo Furlan ante fedatario público (expediente de fondo, folio 689).
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